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La presente investigación titulada: La prisión preventiva y el derecho a la 
presunción de inocencia en el delito de extorsión en la Corte Superior de Justicia 
de Lima Norte”, 2017, tiene como objetivo general determinar y analizar la razón a 
que en la actualidad se observa que cada vez más y con mayor frecuencia se 
está aplicando como regla general la medida de coerción personal (prisión 
preventiva) que normativamente es excepcional para asegurar el cumplimiento de 
los fines del proceso penal, sin embargo en la judicatura se observa que inclusive 
por simples delitos que no ameritan ser sancionados con pena efectiva se adopta 
esta medida.   
 
El método empleado tiene un enfoque cualitativo de tipo de teoría fundamentada. 
En este caso se aplica la técnica de recolección de datos de la entrevista y el 
análisis de los casos de prisión preventiva.  
 
En conclusión, la prisión preventiva es arbitraria por una equivocada motivación 
de los operadores judiciales en el delito de extorsión. El objeto de la investigación 
es demostrar los efectos del pedido de prisión preventiva vulnerándose muchas 
veces la presunción de inocencia que tienen los investigados en la Corte Superior 
de Justicia de Lima Norte 2017, generándose por supuesto la vulneración de 
derechos fundamentales a los procesados y perjuicio económico al estado. 
 





















The following research paper named “The preventive detention and the right to the 
presumption of innocence in extortion crimes in the Superior Court of Justice on 
the north part of Lima, 2017”, presents as main purpose to determine and analyze 
the reason why nowadays it’s observed with a growing frequency the application, 
as a general rule, of the personal coercion measure (preventive detention), which 
normally infers an exceptional act to ensure compliance with the purposes of the 
penal process; nevertheless, in the judicature it’s perceived that even in simple 
crimes which are not worth confinement, such measure is imposed.  
 
The applied method presents a quality approach within a grounded-theory type. In 
this case, the data collection technique of the interviews and the precedents 
analysis regarding preventive detention are applied. 
 
To sum up, preventive detention is an arbitrary choice due a mistaken motivation 
of the justice system operators in the extortion crime. The aim of the present 
research is to demonstrate the effects of the preventive detention request that 
harms the presumption of innocence owned by the proceeded felonies in the 
Superior Court of Justice on the north part of Lima, 2017, which produces, indeed, 
violations of the fundamental rights of said proceeded felonies and economic 
prejudice to the Peruvian government.  
 
























































1.1 Trabajos previos 
Mediante los antecedentes se analizaran estudios de investigaciones que se 
efectuaron con la debida antelación al nuestro y que sean afines a nuestra 
investigación, es decir que guarden relación con las categorías de estudio, la 
problemática y objetivos, en tal sentido se encontraron los siguientes 
antecedentes. 
 
1.1.1 Trabajos previos internacionales. 
Rubianes, (2016) en su investigación titulada “La indebida aplicación de la prisión 
preventiva como medida cautelar de ultima ratio dentro del Derecho Procesal 
Penal Ecuatoriano, en relación a los Principios Constitucionales” planteó como 
objetivo  que la prisión preventiva en la legislación ecuatoriana es realmente una 
medida cautelar de ultima ratio o de carácter excepcional en razón a que las 
distintitas legislaciones y tratados de Derechos Humanos y la propia Constitución 
de la República del Ecuador, establecen que la prisión preventiva es un medida 
cautelar tiene el carácter de excepcional y que para que se dicte esta, se debe 
respetar los requisitos puntualizados en el art. 534 del Código Orgánico Integral 
Penal. En virtud a que desde que se promulgo la carta magna de la República del 
Ecuador del 2008, el estado se ha convertido en un Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia Social, es precisamente aquí donde la norma jurídica se 
acopla a la Constitución, los principios del debido proceso dejan de ser simples 
extractos literales y se constituyen como principios constitucionales de inmediata 
aplicación por cualquier autoridad administrativa o judicial. Si bien somos 
garantistas pero en la práctica se ve otra cosa. Siendo y en aplicación del marco 
teórico y la revisión de literatura se establece las siguientes conclusiones:  a) Los 
encargados de la administración de justicia, no aplican la teoría del delito, 
situación que queda plasmada por parte de los jueces penales a la hora de 
resolver la situación jurídica de un sindicado y los abogados y fiscales, al 
momento de hacer sus peticiones desde la primera declaración del sindicado b) 
La limitante principal para una justicia pronta y eficaz tiene su principal raíz en la 
desmedida aplicación de la prisión preventiva, ya que una persona detenida por el 





compruebe antes lo contrario y c) La Corte Suprema de Justicia, viola el principio 
de inocencia al autorizar la prórroga de encarcelamiento cuantas veces sea 
necesario, a un sindicado o acusado que no tiene sentencia condenatoria firme. 
Salazar, (2015) en su investigación “La presunción de inocencia y prisión 
preventiva en el proceso penal ecuatoriano” devela el conflicto entre la presunción 
de inocencia y la prisión preventiva en el proceso penal ecuatoriano, por cuanto 
que en la práctica procesal, tanto la presunción de inocencia como la prisión 
preventiva ponen en entre dicho el valor jurídico del derecho a la libertad personal 
en un Estado constitucional de derechos y justicia; por tal razón en los objetivos 
investigativos se estableció la necesidad de dilucidar las causas por las cuales 
estas instituciones jurídicas producen visibles conflictos, con la finalidad de buscar 
soluciones que permitan subsanar las limitaciones observadas. Viabilizar el 
derecho de libertad personal y la concreción de los fines del proceso penal, 
premisa importante para edificar una justicia a tono con el Nuevo 
constitucionalismo imperante en el actual paradigma estatal cuya tendencia 
garantista es impulsada por la Comunidad Internacional que motiva la practicidad 
del principio pro hombre. Esta investigación llego a la conclusión que el conflicto 
persistente entre la presunción de inocencia y la prisión preventiva, radica por 
problemas normativos y de la praxis, y planteo como como objetivo desarrollar el 
tema de las medidas coercitivas en general, y particularmente de la medida 
coerción más gravosa para los derechos del imputado, la prisión preventiva. En 
ese orden de ideas, después de haber realizado una revisión profunda de la 
investigación en el marco teórico llega a las siguientes conclusiones que a manera 
de resumen se detallan: Que la aplicación de las medidas coercitivas personales 
en general, conlleva una restricción de las garantías individuales del imputado, 
restricción que sólo se justifica en la medida en que estén destinadas a satisfacer 
los fines del procedimiento y asimismo, la prisión preventiva constituye  la medida 
coerción más gravosa del sistema, desde que implica una privación de libertad, 
por un lapso prolongado de tiempo, la cual en atención a su afectación de 
derechos solo se justifica por fines puramente instrumentales.  
Kostenwein, (2015) en su investigación titulada “La cuestión cautelar. El uso 
de la prisión preventiva en la provincia de Buenos Aires a partir de la ley 11.922 





operadores de justicia en la provincia de Buenos Aires comprendan y reflexionen 
que por un lado, que no determina si el imputado ha participado o no en la 
comisión de un ilícito penal reprochable. Sino que consiste, fundamentalmente, en 
atribuir a toda persona un estatus jurídico que exige que se la considere inocente 
durante la investigación de un ilícito sin importar, en esa etapa del proceso, que 
sea culpable de un ilícito o ajeno al mismo. Y por otro lado tal como lo señala la 
doctrina  argentina, lo más importante de la presunción de inocencia es su valor 
ideológico contenido en un mandato político tendiente a garantizar la posición de 
libertad del imputado frente al interés estatal en la represión penal. De este modo, 
el Principio de Inocencia se impone sobre la medida cautelar de prisión 
preventiva. 
Franco, (2014) en su tesis para obtener el grado de magister titulada 
“Garantías constitucionales y presupuestos que repercuten en la prisión 
provisional”, planteó como objetivo general que la prisión preventiva puede 
vulnerar el derecho a la presunción de inocencia, dado en muchas ocasiones se 
adopta la medida teniendo como fundamento la presunción de culpabilidad. Por 
ello proscribimos tales conductas y abogamos por una regulación real de la prisión 
provisional partiendo de la presunción de inocencia en todo caso. En la actualidad 
existe un buen número de investigadores, catedráticos universitarios y juristas que 
comparten esta tesis al indicar que siendo la prisión provisional la más perversa 
de las medidas cautelares, debería acudirse a la misma pero en condiciones 
excepcionalísimas, siempre y cuando se compruebe con elementos de convicción 
ampliamente que exista por parte del imputado el peligro de fuga (periculum in 
mora) entre otros presupuestos. 
Claros, (2014) en su tesis de maestría “Impacto de la retardación de justicia 
en el comportamiento delictivo de las personas con detención preventiva” para 
optar el grado académico de doctor en Derecho en la Universidad de San Andrés 
– Bolivia llega a la reflexión que las políticas penitenciarias lejos de solucionar el 
hacinamiento en las cárceles de muchas personas sin estar condenadas había 
sufrido un incremento, pues la normativa sobre la aplicación de la prisión 
preventiva es excesiva y prolongada y lo único a que conduce es que adquieran 





educación, en consecuencia el estado debe de cautelar el bienestar de estas 
personas atendiendo que la prisión preventiva es de naturaleza cautelar y que sus 
fines son exclusivamente procesales. 
1.1.2 Trabajos previos nacionales. 
Serrano, (2015) en su investigación titulado “La prisión preventiva judicial y la 
vulneración del derecho de presunción de inocencia del investigado en el distrito 
de padre abad, Ucayali, 2014-2015” para optar el grado de Abogado en la 
Universidad de Huánuco, Perú, planteo como objetivo general determinar, si la 
―prisión preventiva judicial como ―medida de aseguramiento de la finalidad del 
proceso penal ―vulnera el derecho de presunción de inocencia‖ del investigado, 
en el Distrito de Padre Abad, Ucayali, 2014 – 2015 y como objetivo específico 
determinar, la relación que existe entre la prisión preventiva judicial y el derecho 
de presunción de inocencia del investigado y así como determinar, si la prisión 
preventiva judicial, al vulnerar el derecho de presunción de inocencia del 
investigado‖, es constitucional. La metodología empleada en cuanto a la finalidad 
a del estudio es básica, en cuanto al nivel de investigación es descriptiva-
correlacional y en cuanto a su alcance es transversal toda vez que la 
investigación solo se analiza y recolectan los datos en un tiempo determinado. El 
diseño de la investigación es no experimental descriptivo correlacional y en 
cuanto a los métodos aplicados tenemos, el método analítico, sintético, inductivo, 
deductivo, histórico, dialectico y comparativo. En ese orden de ideas, después de 
haber aplicado toda las metodologías de la investigación el autor llega  a las 
siguientes conclusiones: que, los magistrados y abogados coincidentemente 
refieren que, la prisión preventiva judicial del investigado, antes de recaer una 
sentencia firme, es inconstitucional, porque, se sospecha de inocente del 
investigado, así también, significa efectos perjudiciales, definitivos e irreparables, 
al existir una concordancia directa entre la prisión provisoria judicial y de 
presumirse de inocencia, en la misma manera, no consideran correcto mandar la 
preventiva prisión judicial sobre los argumentos sobre el aprieto de la pena que se 
aguarda como consecuencia del modo, riesgo de huida y riesgo de 
obstaculización. 





de prisión preventiva y su aplicación práctica en el segundo juzgado de 
investigación preparatoria de la corte superior de justicia de puno” para optar el 
título profesional de abogado en la Universidad Nacional del Altiplano, Puno, Perú, 
planteo como objetivo general determinar cómo incidió, la motivación que efectuó 
el Juez de Investigación Preparatoria al dictar los autos que declaran fundada la 
medida cautelar personal de la prisión preventiva, en la debida aplicación de esta 
medida de coerción procesal, en el segundo juzgado de investigación preparatoria 
de la Corte Superior de Justicia de Puno durante los periodos 2015 - 2016. La 
metodología empleada en cuanto al tipo de estudio es de enfoque mixto, esto es, 
tanto cualitativo y cuantitativo y de diseño bibliográfico e investigación de campo 
de tipo transversal no experimental. En cuanto al  tipo de muestra es no 
probabilística y el tamaño de muestra está representada  por el 50% de los autos 
emitidos por el juez de investigación preparatoria y que fueron declarados  
fundados en el Juzgado de Investigación Preparatoria de la Corte Superior de 
Justicia de puno periodos 2015-2016.  Asimismo los métodos aplicados son el 
analítico, sintético, inductivo, deductivo y estadístico. En ese orden de ideas llego 
alas siguiente conclusión: Que, en el año 2015 el Juez Penal del Segundo 
Juzgado de Investigación Preparatoria no motivó adecuadamente las resoluciones 
que determinan la medida cautelar de la prisión preventiva, lo que se llega a 
mostrar que en más del 50% de las resoluciones examinadas existe una 
deficiencia en la fundamentación (falta de motivación y aparente motivación) lo 
cual incidir negativamente en la aplicación de esta medida cautelar y la misma que 
es reforzada con la manifestación de los diferentes profesionales de la ciencia del 
Derecho. 
Cabana, (2015) En su investigación titulado “abuso del mandato de prisión 
preventivo y su incidencia en el crecimiento de la población penal en el Perú”, 
para optar el grado de magister en derecho en la Universidad  Andina “Néstor 
Cáceres Velásquez”, planteo como objetivo general analizar el sistema carcelario 
a nivel nacional como el regional. La metodología empleada en la investigación de 
acuerdo a su finalidad es aplicada, de acuerdo al diseño de investigación es 
descriptiva no experimental- transaccional. Tuvo como su unidad de análisis la 
región puno y como población a los privados de su libertad. Los métodos 





exegético. En ese orden de ideas llego a las siguientes conclusiones: que esta 
medida cautelar de carácter personal, cuya finalidad acorde con su naturaleza, es 
la de garantizar el proceso en sus fines característicos, y el cumplimiento de la 
futura y eventual pena que pudiera imponerse. Por lo tanto no puede ser una 
medida de seguridad o una pena anticipada, por lo que sería violatoria de la 
presunción de inocencia, en atención a que esta medida está limitada por reglas 
de legalidad, proporcionalidad, provisionalidad, temporalidad y variabilidad. 
Fernández, (2017) en su investigación titulado  “La prisión preventiva y su 
vulneración al derecho a la presunción de inocencia de los procesados por el 
delito de tráfico ilícito de drogas en el establecimiento penitenciario de Huánuco, 
2015” para optar el título profesional de abogado en la Universidad de Huánuco, 
Perú, planteo como objetivo general, analizar cuándo se produce la vulneración 
del mandato de prisión preventiva al derecho a la presunción de inocencia que 
tienen los procesados por el delito de tráfico ilícito de drogas en el establecimiento 
penitenciario de Huánuco, 2015 así como también la determinar el nivel de los 
procesados por el delito de tráfico ilícito de drogas que obtuvieron sentencia 
absolutoria después de haber cumplido mandato de prisión preventiva en el 
establecimiento penitenciario de Huánuco, 2015. La metodología empleada en 
cuanto a la finalidad es aplicada, de acuerdo al nivel de investigación es 
descriptiva-explicativo toda vez que la investigación solo busca describir las 
características y propiedades del fenómeno de estudio y explicar a grandes 
rasgos el estudio de la investigación. Utilizo el método descriptivo y el método 
observacional y como diseño de la investigación. Utilizo el diseño no experimental 
transaccional-simple. Tuvo como muestra representativa 10 resoluciones de 
mandato de prisión preventiva por el delito de tráfico ilícito de drogas. En ese 
orden de ideas llego a las siguiente conclusión: Que, los jueces no realizan un 
exhaustivo análisis de los presupuestos materiales en la zona judicial de Huánuco 
al momento de dictar un mandato de prisión preventiva y simplemente optan por lo 
más fácil tomando en cuenta más el factor mediático sin evaluar de manera 
objetiva los presupuestos y mucho menos los acuerdos plenarios que indican que 
se debe tomar en cuenta la razonabilidad y la proporcionalidad de la medida y del 
mismo modo que pese a que la mayoría de los procesados tiene arraigo 





presupuesto referido a los elementos de convicción al momento de establecer el 
mandato de prisión preventiva. 
Delgado, (2017) en su tesis cuyo título es  “criterios para fijar el plazo 
razonable en el mandato de prisión preventiva en el distrito judicial de 
Lambayeque durante el periodo 2014-2016 en la provincia de Chiclayo” para 
obtener el grado académico de magister en derecho con mención en ciencias 
penales universidad nacional “Pedro Ruiz Gallo” siendo que el marco teórico 
referencial es que existe  muchos de los Magistrados del Poder Judicial han 
venido desvirtuando el mandato de detención preventiva y han logrado hacer de él 
un instrumento de Injusticia irreparable, al decretar la detención, injustificada, han 
condenado a muchas personas a tener que pasar varios días, meses y hasta años 
confinados  en un Centro Penitenciario, olvidando que ésta medida no es una 
regla sino una excepción; siendo revocada muchas veces por el Tribunal Superior. 
Empero para lograr ello han tenido que pasar por muchas semanas, debido a la 
lenta administración de Justicia. La presente investigación se encuentra dirigida a 
todas los operadores de justicia específicamente en los juzgados de Investigación 
Preparatoria del Distrito Judicial de Lambayeque, provincia de Chiclayo, son 
respetuoso de la normatividad, valores o ideología constitucional y así evitar 
enviar injustamente a un procesado a un Centro Penitenciario.  
Gonzales (2017) en su tesis titulada “Optimización del accionar policial en la 
lucha contra el delito de extorsión telefónica de las unidades descentralizadas de 
secuestro en la ciudad de Lima en base a los procedimientos realizados por la 
División de Investigación de Secuestros de la Dirección de Investigación Criminal 
durante el periodo 2011-2014” para obtener el grado de magister en la Pontificia 
Universidad Católica del Perú plantea como objetivo principal del estudio es 
comprender las dificultades que tuvo la Dirección de Investigación Criminal de la 
Policía Nacional del Perú para investigar los casos de extorsión telefónica en la 
ciudad de Lima entre los años 2011 y 2014. Y asimismo realizar un diagnóstico 
del accionar de la División de Investigación de Secuestro – Policía Nacional del 
Perú en su lucha contra el delito de extorsión y delimita alternativas para optimizar 
el accionar policial en la lucha contra el delito de extorsión telefónica y concluye 





generados en la lucha contra el crimen de la extorsión telefónica, se han generado 
por deficiencias en la capacidad logística, procedimientos burocráticos, y 
coordinación territorial. 
1.2 Marco teórico referencial 
 
Según lo señala Hernández, Fernadez y Baptista (2014) el marco teórico nos 
proporciona una visión sobre donde se encuentra el planteamiento del problema 
propuesto y nos puede ayudar a suministrar ideas nuevas (p. 60).  
En este trabajo de investigación del marco teórico se tendrá como fuentes 
de estudio las teorías o definiciones en que se aborden la presunción de 
inocencia, la motivación de las resoluciones, la prisión preventiva y la extorsión, 
para luego realizar el análisis de algunas casaciones que dieron origen al 
supuesto mencionado también se tendrá el análisis de la doctrina y otros 
referentes que se vinculan presente investigación. 
1.2.1 Conceptualización sobre la presunción de inocencia 
 
El término “presunción” proviene del latín présopmtion, derivación de 
praessumtionónis, que significa idea anterior a toda experiencia; y el vocablo 
“inocencia” procede del latín innocens que significa virtuoso, calidad del alma que 
no ha cometido pecado (Loza, 2013, p. 259). 
 
Cabe precisar que si se aplica la prisión preventiva ¿se vulnera el derecho a 
la presunción de inocencia del investigado?. Primero se tiene que la prisión 
preventiva implica la privación de la libertad de un sujeto de Derechos en virtud de 
una resolución judicial al igual que la pena privativa de libertad, sin embargo, la 
prisión preventiva es una excepción – en teoría – que por por motivo fundado se 
pueda interponer a fin de salvaguardar el normal desarrollo del proceso y en 
sentido estricto en pro de la seguridad (Puccio, 2013, p.121). 
Asimismo Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es 
considerada inocente, así este purgando una  prisión preventiva   debe ser tratado 
como tal, mientras no se demuestre y se haya declarado su responsabilidad 





de una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada con las 
debidas garantías procesales (Peña, 2011, p. 58). 
Por otro lado, “La presunción de inocencia es calificada también como un 
estado jurídico que solo puede ser invalidado mediante condena firme y que 
dentro del proceso pone límites a la actividad coercitiva, consecuentemente, 
existe una relación necesaria entre la medida de coerción acordada por el juez y 
el derecho a presunción de inocencia” (Bazalar y Flores, 2008, p. 6). 
Ahora bien, entendiendo que la presunción de inocencia, para ser 
efectivamente destruida, conforme señala Cordón, “precisa de una actividad 
probatoria legítima, que se logre el convencimiento del juzgador respecto de la 
participación del acusado en el hecho que se le atribuye, se torna indispensable 
establecer cuáles son los parámetros que determinan la validez de dicha 
actividad” (2011, p. 157). 
En este sentido se señala que: En un proceso, los hechos no se presumen, 
sino que deben ser probados (facta non praesumuntur, sed porbantur). La carga 
de la prueba corresponde – según este principio – a los autores de la imputación, 
pues el procesado es inocente mientras no se demuestre lo contrario. En nuestro 
país la carga de la prueba descansa en el Ministerio Público (incisos1) y 4) del 
artículo 159° de la Constitución y artículo IV.1 del nuevo Código Procesal Penal) y, 
excepcionalmente, en el ofendido cuando el ejercicio de la acción es privada 
(artículo 108°.2.d del nuevo Código Procesal Penal). (Calderón, 2011, p. 61). 
1.2.2 Breve reseña sobre el origen del principio de inocencia 
 
Se suele señalar que la génesis del principio de presunción de inocencia se 
encontraría en la Revolución Francesa de 1879. Al consagrársele explícitamente 
como garantía procesal en el artículo noveno de la Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano, al señalarse: "presumiéndose inocente a todo 
hombre hasta que haya sido declarado culpable, si se juzga indispensable 
arrestarlo, lodo rigor que no sea necesario para asegurar su persona debe ser 
severamente reprimido por la ley" (Bazalar, Carrera, Espinoza, Espinoza, & 






No obstante ello, es posible encontrar antecedentes de este principio en el 
Derecho Romano, especialmente durante la época en que bajo la influencia del 
Cristianismo, este se vio invertido por las prácticas inquisitivas características de 
la baja Edad Media. Es así que lo podemos encontrar en algunas máximas 
romanas plasmadas en los escritos de Trajano, como aquella que señala "El 
estado de impunidad descansa en el hecho de mirar al otro como inocente hasta 
que la inocencia no sea denunciada" (Bazalar, Carrera, Espinoza, Espinoza, & 
Flores, 2008, p. 49). 
Con el devenir de los años y luego de ser sepultada durante la Edad Media, 
la presunción de inocencia fue declarada como un principio necesario por el ilustre 
BECCARIA. En su obra  capital De los Delitos y las Penas sostiene que “a un 
hombre no se le puede llamar reo antes de la sentencia del juez, ni la sociedad 
puede negarle su protección pública, sino cuando se haya decidido que ha violado 
los pactos con que se le otorgó (Quispe, 2001, p. 25). 
La Declaración Francesa de 1789 reguló la presunción de inocencia en su 
artículo 9, disponiendo que “se presume que todo hombre es inocente hasta que 
haya sido declarado culpable”. En la Carta Magna inglesa la presunción de 
inocencia estaba comprendida en una promesa por el cual ningún hombre sería 
detenido o puesto en prisión o fuera de la ley excepto por “el juicio legal de sus 
pares o conforme a la ley de la tierra” (art. 39) (Quispe, 2001, p. 26). 
Para los americanos, desde las primeras Bill of rights, hasta la Constitución, 
es un derecho de carácter exclusivamente procesal, que forma parte, como 
derecho derivado, de un derecho más amplio al “Proceso debido”, derecho de 
naturaleza formal, que determina el cauce procedimental que debe seguir todo 
juicio como medio para controlar la sumisión a la constitución, del juez o de los 
pares (juicio con jurado), en cuanto que dicho proceso es la plasmación 
constitucional de la idea básica de Justicia americana, y en tanto en cuanto dicho 
procedimiento es ancestral y deviene de los usos y rituales antiguos a través de 
los cuales se hacía efectiva la justicia (Ovejero, 2004, p. 55). 
La aplicación de la presunción de inocencia a lo largo de las últimas 





desarrollo jurisprudencial y doctrinario. Así, en algunos países la aplicación de la 
presunción de inocencia, antes de su constitucionalización, se realizaba por los 
tribunales bajo la invocación del indubio pro reo. (Quispe, 2001, p. 31). 
1.2.3 Derecho a la presunción de inocencia 
 
El derecho fundamental a la presunción de inocencia, en tanto que presunción 
iuris tántum, implica que “(...) a todo procesado se le considera inocente mientras 
no se pruebe su culpabilidad: vale decir, hasta que no se exhiba prueba en 
contrario. Rige desde el momento en que se imputa a alguien la comisión de un 
delito, quedando el acusado en condición de sospechoso durante toda la 
tramitación del proceso, hasta que se expida la sentencia definitiva”. De igual 
forma, se ha dicho (Sentencia TC , 2915-2004, fundamento 12). 
 
1.2.4 Naturaleza del derecho 
 
El principio de inocencia concebido como un postulado básico de todo 
ordenamiento jurídico procesal, implica que toda persona debe ser tratada como 
si fuera inocente desde el punto de vista del orden jurídico mientras no exista una 
sentencia penal de condena; motivo por el cual la situación jurídica del individuo 
frente a cualquier tipo de imputación es la de un inocente, sin que pueda 
aplicársele ninguna consecuencia penal, mientras no se declare formalmente su 
culpabilidad; este principio, tiene como base fundamental en la legislación interna, 
el art. 116.I de la CPE, que dice: “Se garantiza la presunción de inocencia.  
 
Durante el proceso, en caso de duda sobre la norma aplicable, regirá la 
más favorable al imputado o procesado.”, y es desarrollado en el art. 6 del CPP, 
cuando en su primer párrafo señala “Todo imputado será considerado inocente y 
tratado como tal en todo momento, mientras no se declare su culpabilidad en 
sentencia ejecutoriada”, lo que significa, que una persona desde el momento de 
ser sindicada de la comisión de un hecho ilícito, por disposición constitucional, 
debe ser considerada inocente hasta que exista una sentencia ejecutoriada.  Este 
derecho a ser tratado como inocente o principio de presunción de inocencia 
también está contenido en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su art. 14 





2), cuando en el primer caso se establece que: “Toda persona acusada de un 
delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad conforme a ley”, y en el segundo cuando se determina que “Toda 
persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”.  
1.2.5 La prisión preventiva y el principio de presunción de inocencia 
 
El derecho de presunción de inocencia [arts. 2.24.e) de la Constitución peruana y 
II.1 del TP NCPP es uno de los principales límites de la prisión preventiva. Ese 
derecho implica que toda persona imputada de la comisión de un hecho punible 
sea considerada inocente y tratada como tal, mientras no se demuestre lo 
contrario mediante una sentencia firme debidamente motivada. Es por esta razón 
que la legitimidad de toda tutela preventiva en el orden penal depende del 
contenido que se asigne a la presunción de inocencia (Gonzalo, 2008, p. 99). 
 
En el nuevo sistema procesal se garantiza el principio de presunción de 
inocencia a través de diversos mecanismos. En el caso de la prisión preventiva, la 
presunción de inocencia se resguarda a través de la audiencia previa pública, en 
escenario en el que el juez decidirá la aplicación o no de una medida restrictiva de 
la libertad del imputado. La imparcialidad del juez se garantiza con la separación 
de roles, en donde ya no está contaminado con los perjuicios de la investigación, 
pues ya no tiene la carga de la prueba. Además, la decisión del Juez se toma 
previo conocimiento de lo alegado en debate por las partes, y ya no de oficio 
como se acostumbraba con el anterior código (Loza, 2013, p. 266). 
Prueba de la coexistencia de la presunción de inocencia y la prisión 
preventiva es que los instrumentos internacionales de derechos humanos regulan 
no solamente la presunción de inocencia, sino también la posibilidad de privar de 
libertad al imputado durante el proceso. Así, la Convención Americana de 
Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
establecen la presunción de inocencia como un principio fundamental, pero 
prevén también la posibilidad de que el imputado sea detenido, al disponer que 
toda persona detenida tiene derecho a ser juzgada en un plazo razonable 





Ahora, el derecho subjetivo a la presunción de inocencia del imputado, 
como regla de tratamiento del proceso penal, comporta la prohibición de que la 
prisión preventiva pueda ser utilizada como castigo. La contradicción material, 
consistente en privar de libertad a un imputado antes de que se le condene, solo 
puede salvarse si se le considera como una medida cautelar y no como una pena. 
De ahí que el factor fundamental para que la prisión preventiva respete el derecho 
a la presunción de inocencia radica en los fines o funciones que se le atribuyen 
(Zavaleta & Calderon, 2914, p.45-46). 
1.2.6  Dimensiones de la presunción de inocencia  
 
Dimensión extraprocesal  
 
Esta manifestación constituye una regla en virtud de la cual es obligación de todas 
las personas y autoridades (jueces, fiscales, policías) tratar al procesado o 
imputado como un ciudadano libre, reduciendo al máximo el uso de medidas 
restrictivas de derechos fundamentales (Fernandez, 2017, p. 46). 
 
(...) Constituye el derecho a recibir la consideración y el trato de no autor o 
no participe en hechos de carácter delictivo o análogos a estos y determina por 
ende el derecho a que no se apliquen las consecuencias o los efectos jurídicos 
anudados a hechos de tal naturaleza a las relaciones jurídicas de todo tipo 
(Villegas, 2015, p. 72). 
Desde el punto de vista extraprocesal, genera como ya estuvimos viendo, 
un derecho subjetivo por el cual al imputado se le debe dar un trato de "no autor". 
Es decir, que nadie, ni la policía, ni los medios de comunicación, pueden señalar a 
alguien como culpable hasta que una sentencia lo declare como tal, a fin de 
respetar su derecho al honor e imagen (Delgado & Arana, 2016, p. 49). 
 
Dimensión procesal  
 
A nivel procesal, el mismo trato de no autor hasta que un régimen de pruebas 





condenar, exige para destruir la presunción de inocencia la inversión de la carga 
de la prueba, es decir, que quien acusa tiene que probar la culpabilidad y que 
nadie está obligado a probar su inocencia, pues ésta se encuentra presupuesta 
(Delgado & Arana, 2016, p.49). 
 
Ésta manifestación constituye una regla probatoria, en virtud de la cual, la 
carga de demostrar la culpabilidad del imputado recae sobre el Ministerio Público. 
Respecto a la suficiente actividad probatoria exigida al Ministerio Público, será un 
presupuesto de validez para que las pruebas puedan ser valoradas (…) 
(Fernandez, 2017, p.46). 
La presunción de inocencia y sus efectos son más contundentes, pues solo 
nos encontramos frente a la "posible" responsabilidad penal del procesado; 
mientras que, al momento de la moralización de la acusación, en juicio, la 
presunci6n de inocencia tiene más probabilidades de ser desestimada debido a 
que, conforme se pasa de una etapa a otra, los elementos de convicción que se 
exigen al Ministerio Publico van siendo más rigurosos (Villegas, 2015, p.75). 
1.2.7  Presunción de inocencia en la legislación peruana  
 
Constitución Política del Perú 
 
El derecho a la presunción de inocencia se encuentra regulado en el artículo 2°, 
inciso 24), literal e) de la Constitución Política del Perú, que establece: “Toda 
persona es considerada inocente mientras no se haya declarado jurídicamente su 
responsabilidad” (Bazalar, Carrera, Espinoza, Espinoza, & Flores, 2008). 
 
Se considera también a dicho principio no como una verdadera y propia 
presunción en sentido técnico jurídico, sino como una verdad interina o verdad 
provisional, cuya operatividad radica en el respeto a la dignidad personal del 
imputado por lo que se le reconoce durante todo el proceso un estado jurídico de 
no culpabilidad respecto del delito que se le imputa, estableciendo la carga de la 







Nuevo Código Procesal Penal  
 
El Código Procesal Penal Peruano de 2004 también regula la presunción de 
inocencia cuando dispone en su artículo II del Título Preliminar, que: “Toda 
persona imputada de la comisión de un hecho punible es considerada inocente, y 
debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya 
declarado su responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada 
(Bazalar, Carrera, Espinoza, Espinoza, & Flores, 2008). 
 
El reconocimiento de dicha garantía en el campo del proceso penal, cons-
tituye un punto de referencia para verificar el equilibrio relativo alcanzado, o en 
todo caso buscado, entre el interés estatal en el descubrimiento y sanci6n de los 
delitos y el respeto a las libertades y derechos fundamentales de la persona 
(Villegas, 2015, p.64). 
 
1.2.8  Presunción de inocencia en la legislación internacional  
 
Declaración Universal de Derechos Humanos  
 
Entre las garantías previas del ámbito penal, la presunción de inocencia es 
expresamente reconocida, sin excepción alguna, por la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos, en ella determina el reconocimiento de los derechos 
individuales de las personas y se encuentran regulados en los Artículos uno, tres, 
cinco, siete, ocho, y nueve, en los cuales se establece que todos los seres 
humanos nacen libres y son iguales en dignidad y derechos, así mismo se 
consagra el derecho a la vida, la seguridad e integridad personal, el derecho de 
no ser arbitrariamente detenido o encarcelado (Lopéz, 2006, p. 40-41). 
 
En su artículo 11.1  se establece: 
 
Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su 





público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su 
defensa (…). 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  
 
En el pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se reconoce la 
protección al derecho de la integridad personal y al trato humano, mismo que fue 
declarado de fecha 23 de marzo del año 1976, el cual está dotado en 
consideración y de conformidad a los principios enunciados en la carta de la 
Naciones Unidas, en donde se proclamó que la libertad, la justicia y la paz en el 
mundo tienen como base el reconocimiento de la dignidad humana, siendo sus 
derechos iguales e inalienables (Lopéz, 2006, p.44). 
 
En su artículo 14 numeral 2 se señala:  
 
Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme la ley. 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, firmada en San José de 
Costa Rica, el 22 de noviembre del año 1969 y ratificada por el Estado de 
Guatemala el 27 de abril del año 1978, en lo que respecta, al principio de 
presunción de inocencia establece un régimen de libertad personal y de justicia 
social, fundada en el respeto a los derechos esenciales del hombre que han sido 
reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales  (Lopéz, 2006, 
p. 43). 
 
En su artículo 8 numeral 2 prescribe: 
 
Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad (…). 






In dubio pro reo 
 
Como consecuencia de la presunción de inocencia, el juez debe favorecer al 
procesado cuando no pueda tener una interpretación univoca o certeza de 
culpabilidad. Si el juez no tiene convicción de la culpabilidad del acusado, 
entonces debe absolverlo (Vasquez, 2016, p. 60). 
 
El in dubio pro reo es una expresión unánimemente reconocido del principio 
general de presunción de inocencia. Su definición en el Derecho Procesal Penal 
puede encerrar dos formulaciones una negativa y otra positiva. Desde el punto de 
vista positivo enarbola el principio que ante la duda respecto a la prueba 
incriminatoria, se debe decidir a favor de la libertad del acusado (Solis & Solis, s.f, 
p. 4). 
Desde el punto de vista negativo la sentencia condenatoria junto a la 
aplicación de la pena sólo puede estar fundada en la certeza del tribunal que falla 
acerca de la existencia de un delito en el que el acusado ha actuado en calidad de 
autor (directo, mediato, o coautor) o partícipe (complicidad o instigación); de tal 
manera que la falta de certeza representa la imposibilidad del estado de destruir la 
situación de inocencia, construida por la ley (presunción), que ampara, al 
imputado, razón por la cual ella conduce a la absolución. (Solis & Solis, s.f, p. 5). 
Onus probando 
 
La carga de la prueba como la noción procesal por la cual se indica al juez la 
manera de fallar en caso no encuentre en el proceso las pruebas que le den 
certeza sobre los hechos que deben fundamentar su decisión y paralelamente 
establece la facultad de las partes de aportar pruebas para la convicción del juez 
sobre los hechos, cuya inobservancia trae aparejada consecuencias 
desfavorables (Gonzales, 2006, p.41). 
 
Deriva de la necesidad de afirmar la certeza sobre la existencia de un 
hecho punible para justificar una sentencia de condena, se ha afirmado que en el 





acusador. Dado que el estado de inocencia opera como un escudo que protege al 
imputado, por tanto le corresponde al acusador la tarea de presentar elementos 
de prueba que demuestran con certeza los presupuestos de la responsabilidad 
penal del imputado (Solis & Solis, s.f, p.5). 
1.2.10  El trato de inocente  
 
El principio de inocencia exige que el imputado sea tratado como inocente durante 
la sustentación del proceso. Reconocer el derecho a permanecer en libertad 
durante el proceso. Al considerar que el imputado no puede ser sometido a una 
pena, y por tanto no puede ser tratado como un culpable hasta que no se dicte la 
sentencia firme de condena, constituye el principio rector para expresar los límites 
de las medidas de coerción procesal contra él (Solis & Solis, s.f, p. 6). 
 
1.2.11  Garantía procesal 
 
El Principio de la Presunción de inocencia.- Constituye una de las conquistas 
esenciales del movimiento liberal que consistió en elevar al rango constitucional el 
derecho de todo ciudadano sometido a un proceso penal a ser considerado 
inocente (Art. 2" inciso. 24literal e). Es uno de los pilares del proceso penal 
acusatorio, reconocido como el derecho de toda persona a que se presuma su 
inocencia en tanto no recaiga sobre ella una sentencia condenatoria. Este 
principio está vigente a lo largo de todas las etapas del proceso y en todas las 
instancias. «La presunción de inocencia ha de desplegar, pues, sus efectos en la 
fase instructora. impidiendo que los actos limitativos de los derechos 
fundamentales, en general, y la prisión provisional, en particular, no puedan ser 
adoptados sin la existencia previa de fundados motivos de participación en el 
hecho punible del imputado y tras una resolución motivada en la que se cumplan 
todas las exigencias del principio de proporcionalidad». 
 
Este principio solo puede ser desvirtuado a través de la actividad probatoria 
con las siguientes notas esenciales: i) la carga de la prueba corresponde 
exclusivamente a la parte acusadora (Ministerio Público) y no a la defensa; aquél 





prueba debe practicarse en el juicio oral bajo inmediación del órgano jurisdiccional 
1.2.12  Motivación de las resoluciones 
 
La presente investigación tiene dentro de su categoría a la motivación de las 
resoluciones que la constitución política exige para que no se vulnere el debido 
proceso, las resoluciones deben ser debidamente motivadas, por ello en la 
actualidad se exige que una resolución judicial el magistrado exponga los motivos 
o fundamentos en que fundamenta su decisión,  es decir, las razones que lo 
llevaron a adoptar una u otra solución en el conflicto que estaba llamado a 
resolver. Por todo eso, se puede decir que los actos de decisión judicial se 
ejecutan mediante la expedición de las denominadas “resoluciones judiciales”. 
Entonces las resoluciones judiciales son la exteriorización de estos actos 
procesales de los jueces y tribunales, mediante los cuales se atiende a las 
necesidades del desarrollo del proceso a su decisión. En ese sentido, no le falta 
razón a Goldschmidt cuando apunta que las resoluciones judiciales son aquellas 
“declaraciones de voluntad emitidas por el Juez con el fin de determinar lo que se 
estima como justo”. Desde esta perspectiva, el Tribunal Constitucional, en 
reiteradas ocasiones se ha pronunciado, señalando que se viola el derecho 
fundamental a la debida motivación cuando hay un mínimo de motivación exigible 
atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables para asumir que 
la decisión está debidamente motivada.  
 Los litigantes en muchos casos, desconocen su proceso, pues muchas 
veces los abogados no le informan lo adecuado, pero para ello, uno debe estar 
enfocado desde el inicio del proceso para conocer desde ese momento como se 
desarrolló el mismo y cuando se dicte sentencia, si esta está motivada o no, si 
cumple con los fundamentos precisos, o es una mera transcripción de la ley y los 
dictámenes fiscales que muy a menudo sucede. 
Así pues, Zavaleta Rodríguez sostiene que “una decisión es irrazonable, en 
términos amplios, cuando no respeta los principios de la lógica formal, contiene 
apreciaciones dogmáticas o proposiciones, sin ninguna conexión con el caso; no 





funda en los hechos expuestos, en las pruebas aportadas, así como en las 
normas o los principios jurídicos y, en general, cuando contiene errores de juicio o 
de actividad que cambian los parámetros y el resultado de la decisión” . 
Es básico que un juez muy aparte de los estándares de argumentación para 
emitir una resolución adecuada, tiene que ver también con la norma a emplear de 
acuerdo a cada caso concreto, y de interpretar de tal forma, que le suministre la 
ayuda y razonamiento para una adecuada decisión, no para enredarse con 
normas que aplicadas al caso no tienen sentido. 
Asimismo, es necesario apuntalar que una buena motivación debe consistir 
en un conjunto de argumentos justificativos lógicamente estructurados en grado 
de formar una justificación racional de la decisión, se puede entonces observar 
que la motivación también posee una función esencialmente racionalizante. De 
hecho, esta lleva a que el juez realice un ejercicio racional y no sólo se base en 
intuiciones subjetivas no justificables. Si el juez “inteligente” sabe que deberá 
justificar racionalmente su decisión, se puede intuir que para llegar a su fallo haga 
uso de criterios lógicos y racionales, que finalmente deberá plasmar en la 
motivación de la sentencia”. En esa directriz, Hurtado Reyes sostiene que “el juez 
al resolver conflictos no es un mero aplicador del derecho, no realiza una tarea 
mecánica, porque su labor sería meramente subjuntiva, sino que ocurre todo lo 
contrario ante la indeterminación de los instrumentos normativos debe realizar una 
tarea especial para la determinación del derecho. La aplicación del derecho 
implica un juez colabora en la determinación del derecho, cuando éste es vago, 
ambiguo, contradictorio o presenta lagunas” . 
Razonabilidad 
 
El principio de razonabilidad se hace necesaria para asi evitar que una decisión 
indebidamente motivada traiga consigo la aplicación de una sanción que no 
guarde relación con los fundamentos facticos, por ello el juez al emitir su fallo 
deberá de justificar tanto interna como externa los motivos y razones de su 
resolución. 
 





alejarse de la carta fundamental, que manifiesta que toda resolución debe ser 
expedida guardando una debida motivación lógica y coherente y que deb basarse 
aplicando el principio de razonabilidad. 
Utilidad 
 
La utilidad de aplicar el principio de proporcionalidad en el proceso penal es y 
será una herramienta de especial importancia para cautelar los derechos 
fundamentales. Como es bien sabido, los derechos fundamentales cuentan con 
un contenido jurídico que se compone de una doble dimensión, una subjetiva y 
otra objetiva. Por la primera, se reconoce que todos los derechos fundamentales 
traen consigo una serie de facultades a favor de sus titulares. Así, por ejemplo, la 
libertad de tránsito otorga a su titular la facultad de desplazarse físicamente de un 
lugar a otro.  
 
Este contenido subjetivo, reconocido desde las primeras declaraciones de 
derechos del hombre, esencialmente genera al poder político un deber de 
abstención. Para seguir con el ejemplo, la dimensión subjetiva del derecho a la 
libertad de tránsito obliga al Estado a no impedir arbitrariamente el 
desplazamiento que de un lugar a otro quiera realizar el titular de la libertad de 
tránsito. 
1.2.13  La argumentación en el marco del Estado constitucional 
Nuestra carta magna establece lo siguiente: “Son principios y derechos de la 
función jurisdiccional: (…) La motivación escrita de las resoluciones judiciales en 
todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa 
de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”. Sobre el 
particular, el Tribunal Constitucional ha expuesto lo siguiente: “el derecho a la 
debida motivación de las resoluciones importa que los jueces, al resolver las 
causas, expresen las razones o justificaciones objetivas que los llevan a tomar 
una determinada decisión. Esas razones, (…) deben provenir no sólo del 
ordenamiento jurídico vigente y aplicable al caso, sino de los propios hechos 






Asimismo, el supremo intérprete de la Constitución, también ha establecido 
que el debido proceso en su variable de derecho a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales protege al justiciable frente a la arbitrariedad judicial, ya 
que “garantiza que las resoluciones judiciales no se encuentren justificadas en el 
mero capricho de los magistrados, sino en datos objetivos que proporciona el 
ordenamiento jurídico o los que se deriven del caso”. En ese sentido, ha afirmado 
que dentro de los supuestos que dan lugar a una violación del contenido 
constitucionalmente del referido derecho fundamental, se encuentra el de la 
denominada motivación aparente. La motivación es aparente, entre otros casos, 
cuando “no responde a las alegaciones de las partes del proceso, o porque solo 
intenta dar un cumplimiento formal al mandato, amparándose en frases sin ningún 
sustento fáctico o jurídico”. 
De otro lado, el mismo Tribunal ha destacado que a efectos de proteger el 
contenido constitucional del derecho a la debida motivación de las resoluciones 
judiciales, a la jurisdicción constitucional corresponde también controlar las 
deficiencias en la motivación externa, es decir, las deficiencias en la justificación 
de las premisas de la decisión judicial, sea la premisa mayor o jurídica, sea la 
premisa menor o fáctica. 
Justificación interna  
 
El contexto de la justificación forzosamente nos lleva necesariamente a la 
argumentación de las resoluciones: el necesario aporte de razones que a su vez 
determinen, racional y razonablemente, por qué el juez falló en la forma que lo 
hizo. De ahí nace la importancia de la justificación pues la comunidad jurídica y 
bajo el amparo constitucional, se exige que los jueces una tarea de justificar de 
manera sólida, coherente y consistente sus decisiones y si esta no cumple con los 
estándares mínimos se abren las puertas del necesario ejercicio de corrección 
bajo las reglas del principio de pluralidad de instancias. Veamos un ejemplo 
comparativo: al ser requerido el juez por el sentido de una decisión, si adoptamos 
una visión de enunciación de la posición adoptada, o nos ceñimos más a un 
contexto de descubrimiento, a dicho juez podrá bastarle con señalar que se trata 





de justificación, el juez se ve impelido a señalar, a enumerar las razones por las 
cuales adopta la posición en examen. Observemos pues que los ámbitos varían 
radicalmente. En el primer caso, el Derecho solo aporta razones explicativas; en 
el segundo, se exigen razones justificativas. De esta manera la justificación 
interna, se da solo si en la decisión no se entrado en contradicciones 
manifiestamente incongruentes. Verificamos si las premisas fácticas de 
vulneración de un derecho fundamental se adecúan y tipifican dentro de la norma 
tutelar constitucional o infraconstitucional.  
 
En consecuencia la labor del magistrado se circunscribe, a ser prolija y 
tener cuidado en su tarea de construcción de argumentos y no podrá, en vía de 
ejemplo, resolver de forma desestimatoria una pretensión vinculada al derecho 
fundamental a la salud, unida a la norma-principio del derecho a la vida, si ya 




En este caso la justificación externa se acerca mucho más a una justificación 
material de las premisas: implica un ejercicio de justificación que bien podría 
ser óptimo, cuando justifica su decisión en base a la ley, la doctrina y la 
jurisprudencia, o bien cuando recurre a un ejercicio mínimo suficiente de la 
justificación, es decir, aporta cuando menos una sustentación que satisface los 
requisitos liminares de una justificación suficiente. En la justificación externa, 
atendemos fundamentalmente a que en los casos en sede constitucional, los 
principios que justifican la decisión hubieren sido óptimamente delimitados, y que 
los hechos que rodean el caso, hubieren correspondido a una adecuada 
enunciación fáctica. Solo en esos casos, puede entenderse debidamente 
cumplido el ejercicio de justificación externa. 
 
     Por tanto, toda decisión judicial debe satisfacer los estándares de 
justificación interna y externa, en tanto la ausencia de una u otra, no permite la 
validez de la misma, asumiendo que la validez es en rigor, un ejercicio de 





directrices de la Carta Magna. 
1.2.14  Prisión Preventiva.  
La prisión preventiva es una medida precautoria dispuesta por la autoridad judicial 
que entiende en el caso, con lo cual el único órgano autorizado a dictarla es el 
juez. La policía puede detener preventivamente a efectos de evitar que el 
imputado se sustraiga a la acción de la justicia, pero carece de facultades para 
decretar tal medida (Olguín, 2007, p.7). 
La prisión preventiva como medida cautelar y/o temporal, implica someter al 
imputado a un estado de máxima injerencia, al ser privado de su libertad, a pesar 
de que por regla general se presume la inocencia del imputado; concibiendo como 
justificación axiológica el interés social en la persecución del delito, la misma que 
la valida, entendiendo la libertad personal como derecho fundamental que no es 
absoluto, más aun cuando intereses sociales preponderantes así lo meriten 
(Gutiérrez, 2016, p.4). La prisión preventiva es una privación legal de libertad 
impuesta sobre una persona como medida de precaución. Se toma esta medida 
con el fin de garantizar una efectiva investigación del delito al que se vincula al 
imputado, su juzgamiento y su eventual cumplimiento de la pena  (Jara, Chávez, 
Ravelo, Grandez, Valle, & Sánchez, 2013, p.10). Asimismo se sostiene, que esta 
institución tiene como meta exclusiva el aseguramiento del proceso. Es un mal 
necesario, se fundamenta en la necesidad que tiene la sociedad de tomar 
medidas de precaución contra quien presuntivamente ha cometido un delito, es 
una medida de seguridad, un medio para instruir los procesos y una garantía de 
que se cumplirá la pena (Belmares, 2003, p.23). En líneas generales la prisión 
preventiva supone la restricción de la libertad ambulatoria de un sujeto mediante 
el ingreso a un centro penitenciario en tanto se encuentre pendiente un proceso 
penal contra él y siempre que se encuentre ajustado a ley, la prisión preventiva es 
la modalidad más radical de la intervención del estado puesto que incide sobre lo 
que hoy aparece como el núcleo mismo del sistema de libertades, sobre el 
presupuestos de todos los demás derechos, condicionando sus posibilidades de 







Esta medida tiene como justificación la necesidad de una pronta reacción 
del Estado frente al delito. También constituye un medio para garantizar el 
desarrollo del proceso penal con la presencia del imputado y con la posterior 
eventual ejecución de la sentencia (Loza, 2013, pág.8). 
1.2.15 Naturaleza jurídica  
La prisión preventiva se ubica dentro de las medidas cautelares o de coerción 
procesal, como las denomina el CPP de 2004, las cuales cumplen función de 
aseguramiento de los objetivos del proceso penal: determinación de la realidad 
del hecho delictivo y atribución de responsabilidad penal por este hecho a una 
persona (Sánchez, 2011, p. 95). La prisión preventiva es una medida coercitiva 
personal de naturaleza provisional. Se trata de la privación de la libertad que 
formalmente decide el Juez de investigación preparatoria, dentro de un proceso 
penal, con el fin de cerciorarse que el procesado este sometido al proceso y no 
eluda la acción de la justicia o no la perturbe en su actividad probatoria (Quiroz 
citado por Vargas, 2017 p. 41). La decisión judicial de ordenar la prisión 
preventiva a un imputado por la presunta comisión de un delito, se hace con el fin 
de garantizar que el proceso que se le sigue no se vea obstaculizado, 
interrumpido o demorado de alguna forma. Ello no significa un adelanto de la 
condena, es decir, que no se está recluyendo al imputado porque se crea que su 
responsabilidad es evidente (Loza, 2013, p.8). La prisión preventiva es una 
medida coercitiva personal, estrictamente jurisdiccional, que se adopta a instancia 
del Ministerio Publico y en el seno de un proceso penal debidamente incoado, 
siempre que resulte absolutamente imprescindible, que persigue conjugar un 
peligro de fuga o riesgo de ocultación o destrucción de la fuentes de prueba (no 
se le puede atribuir el papel de instrumento de la investigación penal ni tiene fin 
punitivo) (Vargas, 2017, p.49). 
Asimismo,  constituye una medida cautelar de naturaleza personal, cuya 
finalidad, acorde con su naturaleza, es la de garantizar el proceso en sus fines 
característicos y el cumplimiento de la futura y eventual pena que pudiera 
imponerse. No puede asignarse a esta medida una naturaleza tal que la haga 
devenir en una medida de seguridad o, incluso, en una pena anticipada. Ni el 





cualquier tipo de resolución que en su seno se adopte. 
1.2.16 Medida de coerción excepcional 
 
Sabemos que por respeto a los derechos fundamentales se establece que 
cualquier imputado como regla general, no debería tener alguna restricción de sus 
derechos salvo en los casos excepcionales que se establezca en la norma. Una 
de dichas restricciones, en este caso, es la libertad personal, que consiste en la 
aplicación de una medida coercitiva personal, como es la prisión preventiva, 
tipificada en los artículos 268° al 271° del Nuevo Código Procesal Penal (artículos 
vigentes en todo el territorio nacional desde el 20 de agosto del 2013 - Ley Nº 
30076), cuya esencia se ha visto desnaturalizada, por diversos factores, entre los 
cuales destaca la presión mediática, que encuentra un respaldo en la ciudadanía, 
la cual está invadida por el miedo y la zozobra que produce los peligros por el 
crecimiento de los índices de criminalidad. En esa misma línea, se puede afirmar 
que dicha medida coercitiva se viene aplicando en nuestro país de manera 
inmoderada, lo que ha ocasionado que ella se transforme en un ordinario 
mecanismo represivo de facto. Frente a esta problemática, se realizará un análisis 
desde la perspectiva político criminológica de una muestra válida y fiable de 
aquellas resoluciones judiciales que disponen la prisión preventiva, así como de la 
influencia mediática que ejerce presión en el criterio del magistrado para tal 
efecto. 
 
1.2.17 Marco normativo y presupuesto de la prisión preventiva  
El artículo 268 del NCPP 2004 señala expresamente los requisitos, denominados 
presupuestos materiales, que sustentan la aplicación de la prisión preventiva 
como medida cautelar sin distinción de delitos. Así, el juez de investigación 
preparatoria deberá analizar los hechos según lo expuesto por el fiscal y la 
defensa para determinar la existencia de tres presupuestos de forma concurrente 
y obligatoria (Jara, Chávez, Ravelo, Grandez, Vale, & Sánchez, 2013, p.34) 
Bajo ese criterio el Nuevo Código procesal establece en su artículo 268.1, 
que los presupuestos para que el juez decida la prisión preventiva: 





razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como 
autor o partícipe del mismo.  
La ley exige la necesidad que tiene el juez de evaluar los elementos de 
convicción (prueba) que acompaña el fiscal en su pedido, de tal manera que 
sirvan para sustentar la imposición de la medida. Lo que supone que la labor 
investigadora preliminar debe relacionar al imputado con la comisión del delito 
(Sánchez, 2011, p.99). 
En caso de existir suficiencia probatoria sobre el delito, pero sin vinculación 
con el imputado, no se satisface este presupuesto. La disposición procesal no 
hace distingo de participación delictiva (autor, cómplice primario o secundario, 
instigador). Es el fumus boni iuris de la prisión preventiva (Sánchez, 2011, p.99).  
Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 
la libertad. 
Al igual que la legislación anterior, nos encontramos con la probabilidad de pena a 
imponer mayor a cuatro años que pueda merecer el imputado. Se trata de 
posibilidad de pena en atención al delito que se imputa y de los elementos de 
convicción (prueba) existentes. El análisis y razonamiento judicial debe llevarlo a 
determinar, en vía de probabilidad y con las pruebas que presenta el fiscal, la 
pena que podría imponer al imputado (Sánchez, 2011, p.99-100). 
Se trata de un límite penológico por medio del cual el legislador ha impuesto 
como condición que la prisión preventiva tiene que ser mayor a los 4 años de 
pena privativa de libertad. Estamos ante una evaluación de la pena abstracta Lo 
que establece es lo que se denomina una prognosis de la pena abstracta, ello 
busca establecer un quantum impositivo por el cual solo los delitos de mayor 
gravedad serán aquellos en donde se podrá imponer la prisión preventiva, 
siempre y cuando concurran en forma copulativa los demás presupuestos 
materiales (Vargas, 2017, p.67). 
No se trata de un prejuzgamiento, no solo porque el juez que lo dicta no 
será el juez del juicio, sino de una prognosis de pena de naturaleza temporal, útil 
solo para decidir sobre la prisión preventiva. En consecuencia, no se trata de la 





énfasis en la consideración del juez sobre la pena que podría aplicarse sobre la 
base de la prueba existente (Sánchez, 2011, p.100). 
Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del 
caso particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la 
acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la 
verdad (peligro de obstaculización).  
Este apartado exige la verificación del peligro procesal que debe de estar 
ausente para evitar la medida de coerción. El legislador ha considerado 
importante establecer las dos manifestaciones del peligro procesal y los criterios 
que deben de observarse en cada caso: peligro de fuga y de obstaculización 
(Sánchez, 2011, p.100). 
Estos presupuestos pueden presentarse individualmente o en conjunto. 
Para acreditar el peligro procesal basta con identificar la existencia de alguno de 
ellos, no son admisibles las sospechas o presunciones, por lo que si no es posible 
reconocer la presencia de alguno de estos elementos no puede acreditarse el 
peligro procesal (Vargas, 2017, p.70). 
Peligro de fuga 
Asimismo, con respecto al peligro de fuga  existen criterios que la ley ha prescrito, 
así en el Nuevo Código Procesal  en el Art. 269 se señala los siguientes: 
El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para 
abandonar definitivamente el país o permanecer oculto. 
La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento 
La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del 
imputado para repararlo 
El comportamiento procesal del imputado o en otro procedimiento anterior, en la 
medida que indique su voluntad de someterse a la persecución penal 
Peligro de obstaculización  
Del mismo modo, con respecto a la obstaculización el artículo 270 del Nuevo CPP 





Destruirá, modificara, ocultará, suprimirá o falsificara elementos de prueba. 
Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se 
comporten de manera desleal o reticente 
Inducirá a otros a realizar tales comportamientos 
Sobre el particular, Mendoza señala que “La prisión preventiva es un 
instituto problemático por el grado de injerencia en la libertad personal que implica 
a una persona que se presume inocente. Por ello tienen gran importancia los 
límites de acuerdo al Derecho Constitucional y al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos trazan los principios de presunción de inocencia y de 
proporcionalidad” (2009, párr. 3). 
Para el autor y para nosotros resulta cuestionable la incorrecta aplicación 
de la medida cautelar de orden personal debido a que no se estaría observando 
los principios de justicia universal a los que se han reconocido todos aquellos 
países que forman parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos como 
la Presunción de Inocencia y si la medida resulta proporcional al daño o la lesión 
quien se ha ocasionado con el accionar del sujeto agente. 
1.2.18 Jurisprudencia. 
 
CASACIÓN N° 626-2013, Moquegua (Corte suprema de justicia de la Republica) 
Recurso de Casación Interpuesto por el representante del ministerio Público de la 
primera Fiscalía Superior Penal de Moquegua, para el desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, en relación con la causal de inobservancia de garantías 
constitucionales de carácter Procesal. 
 
1. La ley numero treinta mil setenta y seis, sobre la configuración del peligro 
procesal, y que se debe considerar para calificar el peligro de fuga, además del 
arraigo en el País del imputado, su comportamiento durante el procedimiento u 
otro anterior, la gravedad de la pena y magnitud del daño causado, aspecto que 
se presentarían en el presente caso. 
3. El Fiscal sustento su requerimiento sobre la prisión preventiva: 
C) sobre el peligro procesal, debido a que no cuenta con arraigo laboral, familiar, 





gravedad de la pena punitiva de libertad que se espera es de 15 a 30 años. 
7.1. Trigésimo Sexto, El código Procesal Penal señala que el arraigo en el país 
del imputado está determinado por el domicilio, residencial habitual, asiendo de la 
familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar 
definitivamente el país. 
Trigésimo octavo. Como señala del Rio Labarthe, estas especies de arraigo 
(familiar, laboral, posesión y titularidad de bienes) son criterios que antes de 
justificar la prisión preventiva, en realidad desincentivan la fuga del imputado, sin 
embargo, su ausencia también permite valorar, con otros factores, el riesgo de 
fuga.  
Cuadragésimo, tampoco la sola situación de inexistencia de arraigo genera que 
deba imponerse necesariamente la prisión preventiva (ejemplo, ser extranjero no 
genera la aplicación automática de la prisión preventiva), sobre todo cuando 
existan otras que pudieran cumplir estos fines.  
Cuadragésimo segundo, La sola presunción de fuga, no se puede sustentar un 
pedido de prisión preventiva. El informe de Derechos  Humanos indico que no 
basta la seriedad de la pena a imponerse, pues la posibilidad que el procesado 
eluda la acción de la justicia debe ser analizada considerando varios elementos, 
incluyendo los valores morales (comportamiento en este, en otro proceso, 
antecedentes, etc.) demostrado por la persona, su ocupación, bienes que posee, 
vínculos familiares y otros que le mantendrían en el país, además de una posible 
sentencia prolongada. 
Casación: 0-2007, Huaura, sala penal permanente de la corte suprema 
Tipo de Resolución: Sentencia de casación  
Delito: Violación y otros  
Norma Analizada: Art. 268 CPP 
La detención preliminar no es presupuesto del requerimiento de prisión 
preventiva; la negativa de su concesión no obstruye el futuro otorgamiento judicial 
de prisión preventiva. 
Resumen del caso 
 





observo que, en el caso de requerimiento de prisión preventiva no se había 
ordenado previamente mandato de atención detención preliminar con los 
imputados y que no se contaba con la concurrencia de los mismos la audiencia, 
hechos que sirvieron al juez para declarar infundado requerimiento fiscal de 
prisión preventiva. La Fiscalía Provincial recurrida a la citada resolución. 
 
El Tribunal Superior revoco la resolución del juez de la Investigación 
Preparatoria y, reformándola, la declaro improcedente, considerando la medida de 
detención es un requisito previo para disponer la prisión preventiva y que la 
audiencia necesariamente debe realizar con concurrencia obligatoria del imputado 
y su defensa. 
La Sala Suprema declaro fundado el recuro de casación interpuesto por 
representante del Ministerio Publico por inobservancia de la norma procesal art. 
268 del Código Procesal Penal y la tergiversación de los arts. 271 y 274 Código 
Procesal Penal. En referencia a lo primero, la Sala Suprema establece que no 
constituye presupuestos material de dicha medida personal que imputado se 
encuentra sujeto a la medida provisionalísima de detención; referencia a lo 
segundo, señala que no es absoluta la necesidad de la presencia del imputado, en 
audiencia de prisión preventiva, pero si es necesaria debida citación en su 
domicilio, o su conducción al juzgado cuando efectivamente está detenido. 
1.2.19 Prórroga de la prisión preventiva 
 
Nuestra Constitución en su artículo 24 literal b, indica: “No se permite forma 
alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previsto por la 
ley…”. Es decir, una persona únicamente podrá ser privada de su libertad, 
siempre y cuando sea a través de las formas que nuestro ordenamiento jurídico 
establezca; de igual modo el Código Procesal Penal (en adelante CPP), recoge 
en su artículo VI, Título Preliminar, el principio de legalidad de las medidas 
limitativas de derechos, que a la letra dice “Las medidas limitativas de derechos 
fundamentales, salvo las excepciones previstas en la Constitución, solo podrán 
dictarse por la autoridad judicial, en el modo, forma y con las garantías previstas 





referencia o mucho mejor aún, dejar muy en claro, cuáles son los parámetros por 
los que una persona puede seguir siendo privada de su derecho a la libertad una 
vez otorgada prisión preventiva en su contra, y si esta privación de libertad que 
continúa, se encuentra dentro de estos parámetros (presupuestos) que nuestra 
norma señala taxativamente, conforme a los artículos 272 y 274 del CPP, 
establecidos para un caso de prisión preventiva y su prolongación. Es por ello 
que, el presente artículo sobre la prisión preventiva y su prolongación, fue 
pensando como un aporte a la doctrina nacional, con el fin de otorgar algunas 
luces a la discusión que todavía subsiste por parte de los jueces, fiscales, 
abogados litigantes y estudiantes de Derecho; toda vez que, hasta la fecha, sigue 
generándose polémica respecto de los plazos que efectivamente deben ser 
acatados o aplicados al momento de otorgada un pedido inicial de prisión 
preventiva, así como posteriormente su prolongación. 
 
Por ello que los jueces de investigación preparatoria, ante un requerimiento 
de prisión preventiva solicitado por el Ministerio Público, conceden dicho 
requerimiento o lo declaran fundado, pero por un plazo menor a los nueve 
meses que se solicitó conforme a lo establecido en el art. 272.1 “La prisión 
preventiva no durará más de nueve meses”;. 
 
1.2.20 La Extorsión. 
 
La noción de extorsión proviene de latín extorsio, pues así se denomina a la 
presión que un individuo ejerce sobre otro para forzarlo a actuar de un cierto 
modo y de esta manera, obtener un beneficio económico o talvez de otro tipo, 
esta puede constituir en amenazas, intimidaciones o agresiones con la finalidad 
de doblegar la voluntad o el deseo de la víctima y como tal se encuentra 
sancionado por la ley. 
 
1.2.21  Naturaleza jurídica de la extorsión: 
 






APROPIACION, ya que hay ánimo de lucro; ESTAFA, porque requiere que el 
sujeto pasivo realice u omita un acto o negocio jurídico; y AMENAZAS, porque el 
sujeto activo coacciona al pasivo para la realización del negocio jurídico. 
 
Este delito tiene una ubicación independiente. Aunque se relaciona con 
otros, es una figura distinta con sus propias características. Además, la extorsión 
es un delito pluriofensivo: se ataca a varios bienes jurídicos entre ellos la 
propiedad, integridad física y la libertad. 
1.2.22 Elementos objetivos: 
 
Uso de la violencia o intimidación: son los medios típicos por los cuales se puede 
realizar la conducta.  Que se obligue al sujeto pasivo a actuar de una manera no 
querida por él: el sujeto pasivo no realizaría la acción si no fuera por esa violencia 
o intimidación. Consumación: cuando el sujeto pasivo realice la acción. No se 
requiere que se tenga disposición patrimonial efectiva; poniéndose la nota no en 
la lesión patrimonial sino la de la libertad.Realización u omisión de un acto o 
negocio jurídico: debe ser un negocio de carácter patrimonial, pudiendo ser tanto 
de bienes muebles como inmuebles y derechos. 
 
Concurso: La extorsión puede darse en concurso con otros delitos: 
lesiones, detención ilegal, agresiones sexuales, etc. 
1.2.23 Elementos subjetivos 
 
La extorsión requiere de la existencia de ánimo de lucro por parte del sujeto.  
La ventaja patrimonial se puede exigir para una tercera persona, aunque ésta no 
tenga ningún conocimiento. Además puede afectar bien al patrimonio del sujeto 
pasivo, bien al de un tercero. 
 
Este delito es más extenso que en el de hurto o robo, porque no sólo 
involucra la ventaja patrimonial sino que, además, ésta debe derivarse de la lesión 
a la libertad del sujeto pasivo. 






El Código Penal, prescribe el Delito de Extorsión, en los siguientes términos: “El 
que mediante violencia o amenaza obliga a una persona o a una institución 
pública o privada a otorgar al agente o a un tercero una ventaja económica 
indebida u otra ventaja de cualquier otra índole, será reprimido con pena privativa 
de diez ni mayor de quince años. 
 
Ante tantas reformas que ha sufrido el delito de extorsión y ante la falta de 
precisión por parte del estado, desde el de inicio de estas se observa un desorden 
y una regulación poco adecuada, un exceso en la ampliación y con falta de 
proyección, es por eso que se busca una solución sobre la marcha para intentar 
disminuir este accionar delictivo mediante una represión y no más bien mediante 
una solución que ataque al fondo de este en el ámbito social ya que este 
eminentemente es un problema social. La reforma causada por el decreto 
legislativo nº novecientos ochenta y dos, ha desvirtuado y deformado el fondo 
del concepto de extorsión mediante un exceso en la ampliación de la norma y a lo 
que se le debe sancionar como tal, incluso llevándola a la inconstitucionalidad, 
atentando contra principios como; Principio de ultima ratio y de mínima intervención 
al igual que el de legalidad, cuya base de estos es la necesidad de actuar por 
parte del derecho penal y la fijación de este de intervenir en última instancia si es 
que no se puede otorgar justicia en otros campos del derecho. 
Es quizás cierto que el ejecutivo no es un buen legislador ya que persigue 
el fin pero no toma en cuenta el medio a emplear esto claramente 
contraproducente para el ejercicio legislativo. 
Por todo esto considero que es necesario una nueva reforma a la institución 
de la extorsión ya por la experiencia se sabe que aumentando las penas y 
aumentando el marco del delito no se logra disminuir este, sino por el contrario 
actuando con prevención y atacando el problema social, con fines netamente de  
resocialización y rehabilitación. 
 
1.3 Marco espacial 
 





de Lima Norte, 2017, ya que en esta sede judicial hemos logrado recabar 
información para la obtención de los resultados que sustentaran mi tesis ya que 
en el delito de extorsión si bien es cierto ha sufrido un incremento por la 
construcción es así también que se ordena prisión preventiva por nueve meses a 
personas inocentes y que no cumplen con los presupuestos de una prisión 
preventiva.  
 
1.4   Marco temporal 
 
La investigación se circunscribe al periodo de enero hasta diciembre de 2017, por 
lo que para efectos de su desarrollo y el recojo de información mediante las 
técnicas e instrumentos de recolección de datos se delimitara solo para dicho 
periodo. El marco temporal nos permite finalmente ubicar el fenómeno estudiado 
en su contexto histórico determinado y real. 
 
1.5   Contextualización: histórica, política, cultural, social. 
 
Contexto histórico.  
 
Hoy más que nunca la medida cautelar personal de la prisión preventiva se ha 
visto enmarañada por la justicia en la medida que ello se ha convertido en uno de 
los instrumentos más aplicados y utilizados ya sea en el requerimiento por parte 
del ministerio público y por otra, los jueces al emitir el auto que declara 
procedente la misma. No es de suponer que dicha medida ha venido a lo largo del 
tiempo aplicándose de manera tendenciosa e incumpliéndose los parámetros 
establecidos por las normas legales justificándose como una medida eficaz para 
el cumplimiento de los fines del proceso y asegurar la presencia del imputado en 
el proceso. Cabe recalcar que el uso abusivo de la prisión preventiva no es nuevo, 
ya que su utilización viene desde épocas muy antiguas desde roma, la edad 
media, la edad moderna y la era contemporánea. En el caso peruano la 
codificación de 1863 y de 1920 (ambas llamadas Código de Enjuiciamiento en 
Materia Penal y Criminal respectivamente) ya se establecían dichas medidas 
cauteles, posteriormente, el Código de Procedimiento penales de 1940, el código 
Procesal penal de 1991 y finalmente el Nuevo Código Procesal Penal de 2004, 





aplicación por órganos que la requieran y la aprueban. Dicha medida se ha venido 
en el constante devenir del tiempo utilizando muy mal y de manera 
desproporcional, desnaturalizando el carácter excepción de la misma y 






Actualmente vivimos un contexto cultural bastante cambiante y en la que la praxis 
del derecho hoy más que nunca se vuelta o tiende a estar más dinámico para la 
resolución de conflicto, debido a cambios sociales, coyunturales entre otros y 
también por rasgos cambiantes en el ámbito de la criminalidad y la delincuencia 
que cada día es más preocupante para los países. Si bien es cierto, que hoy 
vivimos tiempos modernos no es tampoco de avalar prácticas jurídicas abusivas 
que están yendo más allá de la legalidad y los cumplimientos de los 
mandamientos constitucionales. Actualmente la prisión preventiva precisamente 
se ha visto desnaturalizado precisamente, por prácticas desleales a la legalidad y 
el derecho mismo por la justicia ya que, en vista de factores externos, como la 
presión política, popular y mediática se han visto en la obligación de dictar la 
prisión preventiva, aun sabiendo que ellas es una medida de última ratio y 
excepcional. Esta forma de aplicarse la prisión preventiva actualmente deviene en 
mayor de los casos la afectación de una serie de derechos fundamentales de las 
personas tales como la libertad, la presunción de inocencia, un juicio justo entre 
otros.  
 
Contexto social  
La sociedad cada día se ve exasperada por la ola de criminalidad y delincuencia y 
para atenuar dicha problemática es menester tomar en cuenta las medidas 
previstas en las leyes procesales penales. Tal es así que, exigir la prisión 
preventiva a la justicia es una de las formas de garantizar de alguna manera la 
seguridad de la ciudadanía, todo mientras esté el imputado en la cárcel. Si bien es 
cierto, actualmente se vive un drama por la inseguridad ciudadana por la 
constante comisión de delito no es tampoco justificable que la misma responda a 





prisión preventiva, ello tiene que responder a la conformidad de las leyes y en el 
cumplimiento de los presupuestos establecidos por la ley. Esto es, de alguna 
forma de garantizarse el derecho a libertad de la persona y la de su presunción de 
inocencias con medidas cautelares personales menos gravosos y solo 









































2.1. Aproximación temática: observaciones, estudios relacionados, 
preguntas orientadoras 
 
La prisión preventiva es entendida una medida cautelar que tiene por fin asegurar 
al imputado en el proceso y garantizar los fines del proceso ante posibles 
amenazas o riesgos de peligro procesal como fuga u obstaculización, teniendo en 
cuenta el carácter excepcional, instrumental, cautelar y provisional. Esto es, no a 
cualquiera individuo se puede aplicar, sino como una medida de última ratio 
siempre que sea necesario para los fines del proceso penal.   
 
Sin embargo, su uso desproporcional y punitivo ha llevado a la 
administración de justicia de que la misma ya no se aplique como una medida 
cautelar de ultima ratio, excepcional y provisional sino como una regla, 
olvidándose y vedándose en utilizar otras medidas cautelares menos gravosas 
que la prisión preventiva como es el caso de impedimento de salido y otros que la 
ley penal establece como medios para asegurar los procesos penales.  
Tal es así, que la visión de la prisión preventiva en la justicia penal se ha 
convertido actualmente más que una herramienta de precaución en una medida 
de sanción, sin valorarse adecuadamente los hechos y ni los presupuestos 
establecidos por la ley penal, transgrediéndose directamente el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia del imputado. 
Es el caso del delito de extorsión en la Corte Superior de Justicia de Lima 
Norte que la emisión del auto de prisión preventiva se está aplicando sin tomarse 
en consideración los principios de proporcionalidad, lesividad, excepcionalidad y 
provisionalidad y los presupuestos establecidos por la ley penal. Esto se puede 
ver en los autos emitidos por los jueces de investigación preparatoria en donde la 
carencia de motivación interna y externa es pues desde luego evidente y que 
como consecuencia tiene efectos en contra de los derechos fundamentales del 
imputado como es la presunción de inocencia.  
Esta forma de aplicarse la prisión preventiva en este delito en particular 
como es la extorción devienen en muchísimas ocasiones por factores externos o 
extralegales como es el caso del grito popular y la presión mediática lo que en 





decisiones drásticas vulnerándose los principios y derechos de los imputado por el 
delito de extorción. También se vierte que todavía existen jueces con visión 
inquisitiva que están proclives a utilizar prácticas desfasadas y poco tolerables en 
la actualidad de acuerdo a los nuevos sistemas existentes en el derecho.   
El uso persevero y abusivo de esta medida cautelar en la Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte, se produce, claro está, por diversas causas y factores, ya 
sea porque el juez cree que es la única medida para asegurar y garantizar los 
posibles riesgos procesales o que se vea inducido por el clamor popular o presión 
mediática, sin valorarse adecuadamente si ameritaba o no de las medidas 
cautelares de la prisión preventiva en el delito de extorsión.  
Bajo ese criterio, es que la prisión preventiva no parece ser ya ser 
considerado una medida cautelar sino una pena anticipada donde los derechos 
más elementales de los imputados se ven vulnerados como el derecho a la 
presunción de inocencia, la libertad y juicio justo. Lo que convierte en muchísimos 
del caso un castigo innecesario y desproporcional con lo que respecta a los 
derechos de los imputados.  
Bien es sabido que en la actualidad la creciente criminalidad es bastante 
notoria preocupante, pero, ello no debe ser una justificación para la aplicación de 
la prisión preventiva si valorarse adecuadamente, desligándose de la legalidad y 
los principios orientadores del proceso penal, lo que desde luego desnaturaliza el 
carácter garantista del derecho procesal penal que actualmente impera en el país. 
En base a lo señalado, la investigación tendrá como su objetivo general 
determinar si la prisión preventiva vulnera el derecho a la presunción de inocencia 
en los delitos de extorsión en la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, 2017, 
para lo cual se hará necesario utilizar aspectos metodológicos para recabar la 
información suficiente y corroborar la realidad actual de la problemática planteada 
que es la prisión preventiva y la presunción de inocencia en delitos de extorción. 
 
2.2. Formulación del problema de investigación 
 





entiende por formulación del problema de investigación, para ello, como bien lo 
refieren: 
Hernández, Fernández y Baptista (2014), “(…) plantear el problema no es si 
no afinar y estructurar más formalmente la idea de investigación” (p.36). 
Por otro lado, según Garcés el problema de investigación: 
(…) Es el conjunto de hechos o circunstancias que dificultan la marcha de un 
proceso normal, lo que puede crear una situación angustiosa para una persona o 
un grupo de personas, lo que incita a la búsqueda de la solución adecuada 
correspondiente (2000, p.23). 
 
El planteamiento del problema o problema de investigación como lo señala  
Bernal (2010) “(…) son aquellas que se presentan de manera inesperada o a raíz 
de una causa por la que merece ser analizada y estudiada (p.88). 
Por su parte para Ramos (2011, p. 123) el problema de una tesis al ser esta 
una investigación de rigor científico, se tiene como punto de partida el problema 
general. En ese sentido, se plantean los siguientes problemas de investigación. 
En la presente investigación se planteó un problema de investigación 
general y dos problemas de investigación específicos, los cuales son: 
2.2.1 Problema general 
 
¿La aplicación de la prisión preventiva garantiza la presunción de inocencia en el 
delito de extorsión en el Distrito Judicial de Lima Norte, 2017? 
 
2.2.2 Problemas específicos  
 
¿La motivación de las resoluciones de la prisión preventiva garantiza la 
presunción de inocencia en el delito de extorsión en el Distrito Judicial de Lima 
Norte, 2017? 
 
¿La concepción de la prisión preventiva como pena anticipada garantiza el 
derecho a la presunción de inocencia en el delito de extorsión en el Distrito 






¿La aplicación desproporcional de la prisión preventiva garantiza el derecho a la 





La justificación en la investigación resulta de suma importancia, para ello tenemos 
la definición de los metodólogos quienes refieren lo siguiente: 
“La justificación de la investigación indica el porqué de la investigación 
exponiendo sus razones. Por medio de la justificación debemos demostrar que el 
estudio es necesario e importante” (Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 
40). 
Por lo cual, en la presente tesis se justificó en dos ámbitos, los cuales son: 
2.3.1 Justificación teórica 
 
El proceso de investigación trasciende porque la misma busca aportar nuevos 
conocimientos en temas referidos a la prisión preventiva, el carácter instrumental, 
provisional y excepcional de la misma, sobre el derecho a la presunción de 
inocencia, su protección constitucional, el delito de extorsión y entre otros. Más 
específicamente, la incidencia que tiene la aplicación de la medida coerción de la 
prisión preventiva por la justicia en contravención y afectación del derecho 
fundamental a la presunción de inocencia en los delitos de extorsión. Claro está, 
que la obtención de los conocimientos en esta materia se hará efectiva en 
aplicación y utilización de instrumentos de recolección de datos, la misma que al 
ser parte de los resultados obtenidos en la investigación conformaran a ser 
nuevos conocimientos y sirva a estudiantes e interesados en esta materia para la 
realización de sus investigaciones.  
 
2.3.2 Justificación metodológica 
 
En cuanto a la justificación metodológica esta investigación se sustenta por 
utilización de métodos de investigación y diseños de estudio, estas últimas 





que la uso de los instrumentos como son las guías de entrevista, las guías de 
observación y las fichas de análisis documentales del presente estudio 
contribuyen a que la obtención de los datos sean más accesibles y de fuentes 
más creíbles, por lo que en mérito de dichos instrumentos, que en efecto ya 
pasaron por la validación correspondiente, sirvan para las generaciones de 
estudiantes y profesionales de utilizarlos como una herramienta parar el recojo de 




El tema de la prisión preventiva y el derecho a la presunción de inocencia son 
temas de muchísima importancia que trasciendo no solo el ámbito jurídico sino 
también social. La trascendencia jurídica - legal se traduce en efecto por la mala 
praxis jurídica en la justicia penal para valorarse la prisión preventiva en delitos de 
extorsión, ello a raíz, claro está, que la misma está aplicándose como instrumento 
no de ultima ratio o excepcional, sino una regla, afectándose 
desproporcionalmente el derecho a la presunción de inocencia del imputado, a 
sabiendas de que existen otras medidas coercitivas personales menos gravosas 
que ameritan ser aplicados en la justicia penal. La trascendencia social, por otro 
lado, se traduce por cuanto implica una tendencia en la población de presionar a 
la justicia de aplicarse la carcelería del imputado si aún demostrado su 
culpabilidad. En base a ello, es que la investigación propone establecer algunos 





En cuanto a la contribución es que la presenta investigación busca determinar 
desde un punto de vista legal los errores que se cometen en la justicia para la 
aplicación de la prisión preventiva y como este tiene una serie de implicancia en el 
derecho de los imputados toda vez que al no existir una debida motivación y se 
hace caso omiso el cumplimiento de los presupuestos establecidos por la ley 
penal. En base a esto criterios, es que se busca aportar al conocimiento del 





mismas hacerles conocer los errores en la valoración de dicha medida coerción 
personal en el delito de extorsión que no tiene mérito a serlo y peor aún, no 




Los objetivos en nuestra tesis resultan de suma importancia para el desarrollo en 
general de la investigación, como bien lo refieren: 
Iglesias y Cortés señalan respecto a los objetivos: 
“(…) Es el para qué de la investigación. En forma muy clara y precisa se debe 
formular los objetivos de la investigación que son las líneas directrices por la que se 
va encaminar la investigación. El objetivo es la aspiración, el propósito, el para qué 
se desarrolla la investigación (…) (2004, p.13). 
 
Así también, Ramírez (como se citó en Arias, 1999, p. 11) señala: “Los 
objetivos de investigación son metas que se traza el investigador en relación con 
los aspectos que desea indagar y conocer. Estos expresan un resultado o 
producto de la labor investigativa”. 
Por lo que, en el informe de tesis se ha formulado un objetivo general y dos 
objetivos específicos, los cuales son los siguientes: 
2.6.1   Objetivo General 
 
Determinar si la aplicación de la prisión preventiva garantiza el derecho a la 
presunción de inocencia en el delito de extorsión en el Distrito Judicial de Lima 
Norte, 2017 
 
2.6.2   Objetivos Específicos 
 
Determinar si la motivación de las resoluciones de la prisión preventiva garantiza 
el derecho a la presunción de inocencia en el delito de extorsión en el Distrito 










Analizar si la concepción de la prisión preventiva como pena anticipada garantiza 
el derecho a la presunción de inocencia en el delito de extorsión en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017. 
 
Objetivo 3  
 
Determinar si la aplicación desproporcional de la prisión preventiva garantiza el 
derecho a la presunción de inocencia en el delito de extorsión en el- Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017. 
 
2.7. Hipótesis  
La hipótesis en nuestra tesis resulta ser la respuesta directa de nuestros 
problemas planteados, como bien lo refieren los siguientes metodólogos: 
“(…) Son proposiciones de carácter afirmativo, en su gran mayoría, que el 
investigador plantea con el propósito de llegar a explicar hechos o fenómenos que 
caracterizan o identifican el objeto del conocimiento” (Iglesias y Cortés, 2004, pp. 
21-22). 
Por otro lado (Muñoz (como citó en Bernal, 2010, p.136) “Una hipótesis es 
una explicación anticipada y provisional de alguna suposición que se trate de 
comprobar o desaprobar, a través de los antecedentes que se recopilan sobre el 
problema de investigación previamente planteado”. 
En el mismo orden, Ramos refiere: 
 
Una hipótesis es la pregunta que hacemos al mundo empírico, de tal manera que 
se pueda obtener una respuesta. La formulación de hipótesis no se da 
automáticamente, sino que, por lo general, va precedida de muchas salidas en 
falso, como proposiciones evaluativas, afirmaciones vagas, etc. Tienen, pues, 
distintos niveles de concreción, desde afirmaciones de sentido común hasta llegar a 
las relaciones entre variables complejas y abstractas. Hacer hipótesis es un acto 
creador, pero con la diferencia de que a estos actos podemos estudiarlos 
racionalmente. Las hipótesis surgen de muchas fuentes, que comprenden desde los 
significados generales implícitos de nuestra cultura hasta las más personales de las 






De lo mencionado, en el desarrollo de la tesis se tendrá una hipótesis 
general y tres hipótesis específicos, las cuales son las siguientes: 
2.7.1 Hipótesis general 
La utilización de la prisión preventiva vulnera el derecho a la presunción de 
inocencia en el delito de extorsión en la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, 
2017, toda vez que no se respeta el carácter excepcional, instrumental y 
provisional de dicha medida, así como tampoco los presupuestos y principios que 
la ley penal exige. 
 
2.7.2 Hipótesis específicos 
No existe criterios adecuados para una debida motivación en las resoluciones de 
la prisión preventiva para garantizar el derecho a la presunción de inocencia en la 
Corte Superior de Justicia de Lima Norte, 2017, toda vez que hay una 
interpretación sesgada respecto al tercer presupuesto, en cuanto al peligro 
procesal de la fuga y la obstaculización, sancionándose a imputados por delito de 
extorsión que no ameritaban ser aprevenidos por dicha medida cautelar personal.  
 
La concepción de la prisión preventiva como pena anticipada no garantiza el 
derecho a la presunción de inocencia en el delito de extorsión en la corte Superior 
de Justicia de Lima Norte, 2017 toda vez que se atenta con el derecho a la 
libertan de la persona, la presunción de inocencia y un juicio justo.  
 
No existe proporcionalidad entre la prisión preventiva y el derecho a la presunción 
de inocencia en el delito de extorsión en la corte Superior de Justicia de Lima 
Norte, 2017, en la medida que el uso excesivo y abusivo de la prisión preventiva 
es mayor en cuanto a otras medidas coercitivas personales y su aplicabilidad 





























































3.1  Categorías y categorización 
 
De acuerdo a Romero (2005). Las categorías son aquellos elementos que reflejan 
características generales y esenciales del objeto de estudio, asimismo estas 
categorías te permiten clasificar, relacionar y vincular las ideas expresiones, 
contenido, tiempo, espacio, teorías que se derivan del fenómeno estudiado (p. 1). 
 
Las categorías que se empleó en la investigación son: 
Categoría 1: Presunción de inocencia. 
Siendo las sub categorías: 
Sub categoría 1.1: Garantía procesal    
Sub categoría 1.2: Medidas de coerción excepcional. 
Sub categoría 1.3: Naturaleza del derecho.  
Categoría 2: Motivación de las resoluciones   
Siendo las sub categorías: 
Sub categoría 2.1: Justificación interna 
Sub categoría 2.2: justificación externa 
Categoría 3: Concepción de la Prisión preventiva 
Siendo las sub categorías: 
Sub categoría 3.1: Privación de la libertad. 
Sub categoría 3.2: Prorroga. 
Categoría 4: Aplicación desproporcional.  
Siendo las sub categorías: 
Sub categoría 4.1: Inobservancia de requisitos 









Matriz estructural de categorías, subcategorías y preguntas 
   Categoría     Sub categoría                              Preguntas  
Presunción de 
inocencia. 
Garantía procesal    
 
¿Cree usted que, en la aplicación de la 
prisión preventiva, el derecho a la 
inocencia en el delito de extorsión pierde 
la calidad de ser una garantía procesal al 
favor del imputado? ¿Por qué? 
 
Medida de coerción 
excepcional 
 
¿Considera usted que el juez al momento 
de dictar la prisión preventiva cautela la 
protección de la garantía procesal como 
es el derecho a la intimidad en los delitos 
de extorsión? ¿Por qué? 
 
Naturaleza del derecho 
¿Considera usted que el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia 
está siendo bien tratado por los jueces al 
emitir sus resoluciones en medidas 




¿Usted cree que ante una situación como 
la prisión preventiva donde existen 
conflictos de derechos como la 
presunción de inocencia y el derecho a la 
justicia, la primera debe prevalecer? ¿Por 
qué? 
Motivación de las 













¿Cree usted que el juez al emitir su auto 
de prisión preventiva cumple con la 
justificación interna de las motivaciones 
como es la coherencia narrativa y 
argumentación valida de sus premisas? 
¿Por qué? 
 
¿Considera usted que los jueces al 
momento de emitir un auto de prisión 
preventiva no transmiten de modo 
coherente su decisión? ¿Por qué 
 
¿Considera usted que el juez al emitir un 
auto de prisión preventiva no cumple con 
la justificación externa como la de 
argumentar el hecho sin haber 
inicialmente confrontado la validez fáctica 






¿Cree usted que el juez de la 
investigación preparatoria en casos de 
prisión preventiva emite su auto en virtud 
de haber corroborado la validez fáctica 
de los hechos, como son los medios 
probatorios? ¿Por qué? 













¿Cree usted que con la aplicación de la 
prisión preventiva se tutela el carácter 
excepcional de este tipo de medidas 
cautelares gravosos? ¿Por qué? 
 
¿Considera usted que los jueces tienen 
en cuenta el carácter excepcional de la 
prisión preventiva en el delito de 
extorsión al emitir su resolución? ¿Por 
qué? 
 
¿Cree usted que el Perú la justicia penal 
es todavía inquisitiva por pregonarse en 
porcentajes más alto de la prisión 
preventiva habiendo otros? ¿Por qué? 
 
¿Cree usted que con la privación de la 
libertad como es el caso de la prisión 
preventiva se garantiza la efectividad de 
la justicia penal? ¿Por qué? 
 
¿Cree usted que la prisión preventiva se 
aplica razonablemente teniendo en 
cuenta la necesidad, la idoneidad y 












Aplicación por la 
coyuntura. 
 
¿Cree usted que la prisión preventiva se 
aplica razonablemente teniendo en 
cuenta la necesidad, la idoneidad y 
asegurar el proceso? ¿Por qué 
 
¿Cree usted que el juez aplica la prisión 
preventiva luego de haber determinado 
que las otras medidas cautelares no 
resultan suficiente para garantizar el 
proceso? 
 
¿Cree usted que actualmente se está 
desnaturalizando la prisión preventiva, 
esto en la medida que se ha convertido 
en una regla y dejado de ser una 
excepción? ¿Por qué? 
 





preventiva responde a criterios 
netamente utilitarios y necesarios para 
garantizar el proceso en su integridad o 
existen otros factores externos como es 
la presión mediática y el grito popular 
entre otros? ¿Por qué? 
   
 




La metodología en el desarrollo de la tesis resulta de suma importancia, como 
bien se sabe que, si una tesis no cuenta del sustento metodólogo no sería en si 
una tesis, como bien lo refieren los siguientes metodólogos: 
“La metodología es la ciencia que nos enseña a dirigir determinado proceso 
de manera eficiente y eficaz para alcanzar los resultados deseados y tiene como 
objetivo darnos la estrategia a seguir en el proceso” (Iglesias y Cortés, 2004, p.8). 
3.2.1. Tipo de estudio 
 
El trabajo de investigación es de tipo orientada a la comprensión, también 
conocida como explicativo puesto: 
 
Este tipo de investigación está dirigido a responder las causas de los eventos, con 
sus resultados busca explicar por qué un fenómeno y en qué condiciones se 
produce (…), los estudios explicativos son las más estructurados y giran en torno al 
establecimiento de relaciones de causalidad, de modo tal que ofrecen elementos 
para explicar los eventos (Sáenz y Tinoco, 1999, p.64). 
 
Estando a lo mencionado, el desarrollo del informe de tesis es de tipo 
orientada a la comprensión, puesto que lo buscado por la presente es que se 
conozca cuál es la principal deficiencia o logro de la determinación de la pena, en 
la manera como los Fiscales y Magistrados imponen la pena, muchas veces 
afectando el derecho de los justiciables. 
3.2.1.1. Enfoque 
 
En cuanto al enfoque será cualitativo, estando a ello Hernández, Fernández y 






El enfoque cualitativo también se guía por áreas o temas significativos de 
investigación. Sin embargo, en lugar de que la claridad sobre las preguntas de 
investigación e hipótesis preceda a la recolección y el análisis de los datos (como 
en la mayoría de los estudios cuantitativos), los estudios cualitativos pueden 
desarrollar preguntas e hipótesis antes, durante o después de la recolección y el 
análisis de los datos. Con frecuencia, estas actividades sirven, primero, para 
descubrir cuáles son las preguntas de investigación más importantes, y después, 
para refinarlas y responderlas. La acción indagatoria se mueve de manera dinámica 
en ambos sentidos: entre los hechos y su interpretación, y resulta un proceso más 
bien circular y no siempre la secuencia es la misma, varía de acuerdo con cada 
estudio en particular (…) (p.7). 
 
Asimismo, Pita Fernández y Pértegas considera: “Los investigadores 
cualitativos hacen registro narrativos de los fenómenos que son estudiados 
mediante técnicas como la observación participante y las entrevistas no 
estructuradas (…) identificar la naturaleza profunda de las realidades, su sistema 
de relaciones, su estructura dinámica” (2002,p.1). 
3.2.2. Diseño 
 
Al respecto sobre el Diseño, tenemos que es el camino de cómo se responderán 
las preguntas planteadas en la tesis, así como bien lo refiere: 
Christensen (como se citó en Hernández, Fernández, Baptista) señala: “El 
diseño se refiere al plan o estrategia concebida para responder a las preguntas de 
investigación”. (¿Qué es un diseño de investigación?, párr.1) 
Por lo tanto, el tipo de diseño que se utilizó en la tesis es: 
Teoría Fundamentada:  
Según Strauss y Corbin (2002, p. 18) refieren que: 
Esta metodología, comúnmente conocida como teoría fundamentada, fue 
construida originalmente por dos sociólogos, Barney Glaser y Anselm Strauss 
(Glaser, 1978, 1992; Glaser y Strauss, 1967; Strauss, 1987). (…)este método, que 
debe mucho a estos antecedentes (back-ground) es: a) la necesidad de salir al 
campo para descubrir lo que sucede en realidad; b) la importancia de la teoría, 
fundamentada en los datos, para el desarrollo de una disciplina y como base para la 
acción social; c) la complejidad y variabilidad de los fenómenos y de la acción 
humana; d) la creencia de que las personas son actores que adoptan un papel 
activo al responder a situaciones problemáticas; e) la idea de que las personas 
actúan con una intención; f) la creencia de que la intención se define y se redefine 
por la interacción; g) una sensibilidad a la naturaleza evolutiva y en desarrollo 





entre las condiciones (la estructura), la acción (el proceso) y las con-secuencias. 
 
En la misma línea Strauss y Corbin refieren sobre la teoría fundamentada: 
(…) ¿Qué denominan Corbin y Strauss con el término "teoría fundamentada"? Se 
refieren a una teoría derivada de datos recopilados de manera sistemática y 
analizada por medio de un proceso de investigación. En este método, la recolección 
de datos, el análisis y la teoría que surgirá de ellos guardan estrecha relación entre 
sí. Un investigador no inicia un proyecto con una teoría preconcebida (a 
Introducción / 21 menos que su propósito sea elaborar y ampliar una teoría 
existente). Más bien, comienza con un área de estudio y permite que la teoría 
emerja a partir de los datos. Lo más probable es que la teoría derivada de los datos 
se parezca más a la "realidad" que la teoría derivada de unir una serie de 
conceptos basados en experiencias o sólo especulando (cómo piensa uno que las 
cosas debieran funcionar). Debido a que las teorías fundamentadas se basan en los 
datos, es más posible que generen conocimientos, aumenten la comprensión y 
proporcionen una guía significativa para la acción (2002, p. 21 -22). 
 
Por ello la investigación también se desarrollará mediante el análisis, de 
jurisprudencia, doctrina, teorías, etc.  
3.3 Escenario de estudio 
 
El lugar de la investigación fue la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, la 
misma que se encuentra ubicado en la Av. Carlos Izaguirre s/n, distrito de 
Independencia – Lima. Se eligió el lugar porque consideramos que era necesario 
para la recolección de datos que ayude a cumplir los objetivos trazados en la 
investigación. 
 
3.4 Caracterización de sujetos 
 
Los sujetos participes en la investigación suman un total de 4 personas, entre 
ellas, 1 juez, 2 fiscales y12 abogado especialistas en derecho penal y procesal 










Perfil académico de los expertos. 
 





Juez del décimo 
juzgado penal de 
reos libres de lima 
norte 
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distrito fiscal Lima 
Norte 
4 Rafahel Guillen Chávez Abogado  Abogado litigante 
Fuente: Elaboración propia 
3.5 Técnicas e Instrumentos de recolección de datos 
 
A continuación, detallaremos la técnica e instrumento que utilizaremos para la 
recolección de datos, para ello debemos saber qué es técnica e instrumento, por 
ello se tiene: 
 “(…) La técnica de recolección de datos son las distintas formas o maneras 
de obtener la información. Son ejemplos de técnicas, la observación directa, la 
encuesta en sus dos modalidades (entrevista o cuestionario), el análisis 
documentos, análisis de contenido, etc.” (Arias, 1999, p.25). 
Estando a lo mencionado en la investigación, se utilizó las técnicas de: 






Según Hernández (2010) la técnica de la entrevista consiste “(…) una 
reunión para conversar e intercambiar información entre una persona (el 
entrevistado) y otra (el entrevistado) u otras (entrevistados). En el último caso 
podría ser tal vez una pareja o un grupo pequeño como una familia (…)” (p.418). 
En cuanto a la técnica de análisis de documentos Hernández refiere: “(…) 
los documentos preparados por razones profesionales (reportes, libros, artículos 
periodísticos, correos electrónicos, (…) cuya difusión es generalmente pública” 
(p.533). 
Estando a ello, se deberá tener en cuenta que la técnica primordial de 
recolección de datos que se utilizó en el informe de tesis fue la entrevista, la cual 
está estrechamente vinculada con la guía de entrevista que en este caso vendría 
a ser el instrumento para recopilar información relevante, en dichas guías se 
plantearan preguntas relacionadas con el tema a investigar y al tipo de profesional 
que se entreviste al momento de proceder con la recolección de datos, ya que las 
preguntas a plantearse irán acorde al ámbito donde el profesional entrevistado se 
desempeñe, es decir se elaboraran cierto tipo de preguntas para los profesionales 
de derecho. 
Mientras que los instrumentos son: “(…) Medios materiales que se emplean 
para recoger y almacenar la información. Ejemplo: Fichas, formatos de 
cuestionario, guías de entrevista, (…)” (Arias, 1999, p. 25). 
Estando a ello, en el desarrollo del informe de tesis se utilizó las fichas de 
entrevista y el de análisis de documentos. 
Y el principal instrumento para recopilar datos que se utilizó en el informe 
de tesis fueron las guías de entrevista, la cual:  
 
Es un instrumento fundamental de las investigaciones sociales, pues a través de 
ella se puede recoger información de muy diversos relacionados con un problema 
que se investiga, la persona entrevistada, su familia y el ambiente en que se halla 
inmersa (Iglesias y Cortés, 2004, p.37). 
 
3.6  Mapeamiento 
 





entiende sobre ello, estando así tenemos: 
Para Quintana (2006) el mapeo: 
(…) Cuyo objeto es situarse en el terreno o escenario en el cual va a desarrollarse 
la investigación, es decir, lograr un acercamiento a la realidad social o cultural 
objeto de estudio, donde se tengan claramente identificados los actores o 
participantes, los eventos y situaciones en los que interactúan dichos actores, las 
variaciones de tiempo y lugar de las acciones que estos desarrollan (…) (p.52). 
 
Para la recolección de datos fueron concentrados en cuatro escenarios: (1) 
instalaciones de las Fiscalía Provincial Penal de Lima, (2) despachos de los 
Juzgado Penal de Lima, (3) estudios jurídicos del centro de Lima y (4) las 
instalaciones del Poder Judicial donde acuden los abogados litigantes. 
En cuanto a la entrevista se desarrolló en las instalaciones del Ministerio 
Público – Sede Central y Poder Judicial - Sede Miro quesada y Barreto. 
3.7  Rigor Científico 
 
El Rigor científico de una investigación cualitativa se rige por la credibilidad, 
transferencia, dependencia y confirmabilidad del trabajo a realizarse, en estas 
líneas. 
Para Rodríguez y Gómez (citado en Iglesias y Cortés, 2004, p.43) la 
credibilidad: 
Alude a la confianza en la veracidad de los descubrimientos realizados en una 
investigación y hace referencia a la necesidad de que exista un isomorfismo entre 
los resultados de la investigación y las percepciones que los sujetos participantes 
poseen de la realidad estudiada (…). 
 
Por lo cual la credibilidad de la investigación se estableció en base a las 
entrevistas que se realizaron a los profesionales, abogados litigantes que se 
encuentren vinculados al objeto de estudio, así como a los estudios antes 
realizados respecto al tema en sí a tratar, que es en este caso la determinación 
de la pena, puesto que al momento de finalizar la investigación y verificar la 
información recopilada mediante material bibliográfico, así como las opiniones de 
los profesionales y  abogados, se tendrá un mejor entendimiento de la 
problemática planteada y de los eventos que generalmente suelen ser más 





Respecto a la transferencia está, “Consiste en transferir los resultados de la 
investigación a otros contextos. Por lo que se debe ofrecer una descripción densa 
que permita al lector manejar la información necesaria y suficiente que facilite 
establecer comparaciones y transferir dichos resultados” (Iglesias y Cortés, 2004, 
p. 44). 
La transferencia de esta investigación se da respecto a que el presente 
trabajo pueda coadyuvar a que los Fiscales Provinciales Penales de Lima y 
Jueces Penales realicen una adecuada determinación de la pena, o que puedan 
servir como antecedentes en futuras investigaciones sobre el mismo tema con 
enfoque igual o distinto. 
Respecto a la dependencia, Iglesias y Cortés sostienen:  
 
(…) Los criterios de dependencia se garantizan a través de la triangulación de los 
resultados, pues se contrastan las perspectivas individuales de los investigadores y 
de los investigados con relación a la adquisición de nuevos conocimientos a través 
del trabajo diferenciado (2004, p. 44). 
 
De lo referido en el párrafo anterior, la investigación obtiene la dependencia 
en base a la recolección de datos que se realizará, puesto que al momento de 
analizarse las mismas, y por consiguiente cuando se arribe a las conclusiones, se 
verificará si dichos resultados guardan relación con los estudios que previamente 
se han realizado respecto al tema investigado, ya que las interpretaciones de los 
resultados ayudarán a proporcionar nuevos datos o fenómenos que fueron 
observados por el investigador en el transcurso de la investigación. 
Por último, Iglesias y Cortés refieren en cuanto a la confirmabilidad: 
 
“Al igual que la dependencia, en la medida que se expone de forma clara y precisa 
los resultados del trabajo, así como las vías utilizadas para lograrlo, se deja 
garantizada la fiabilidad externa o confirmabilidad. De esta manera de un análisis 
de los datos aportados en el cuerpo teórico del trabajo y en los anexos del mismo, 
dichos resultados pueden ser trasladados y ajustados a otros contextos concretos” 
(2004, p.44). 
 
Por lo cual, la confirmabilidad de la investigación se tendrá en base a las 
entrevistas realizadas, ya que las opiniones de cada entrevistado fueron 
analizadas, explicadas y/o interpretadas, a fin de dar a conocer si los puntos que 



























































4.1 Descripción de resultados 
4.1.1 Análisis de marco normativo  
Análisis de normas nacionales  
 
Constitución Política del Perú 
 
La Constitución Política de Perú en su artículo 24 e inciso e) prescribe lo 
siguiente: “Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad”. Claro está que dicho presunción de inocencia 
dejara de serlo cuando en el juicio se determina la responsabilidad penal del 
imputado.  
 
       En cuanto a este principio constitucional, además de ser una garantía 
procesal para la persona culpada de un delito, se le reconoce como un derecho, 
no cualquier derecho sino un derecho fundamental y esencial para la protección y 
tutela de las personas sometidas en un proceso penal.  
 
      Este principio constitucional, desde luego, hay que verla como una garantía de 
protección al imputado como medio de que ella al fin o realizado el juicio oral se 
determine que no lo es, en base a ello, del mismo modo, una forma de que la 
sociedad y los juzgadores tengan la idea de que es un sujeto inocente. Es uno de 
los principios que el Estado ha hecho bien de recocerle como derecho 
constitucional.  
 
Código Procesal Penal  
 
El Código Procesal peruano en su artículo 268 establece los siguientes 
presupuestos materiales: “El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar 
mandato de prisión preventiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible 
determinar la concurrencia de los siguientes presupuestos”:  
 





razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de 
pena privativa de libertad. c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y 
otras circunstancias del caso particular, permita colegir razonablemente que 
tratará de eludir la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). 
 
       El artículo en mención del código Procesal Penal señala los presupuestos 
para la aplicación correcta de la prisión preventiva entre ellas y la primera se 
refiere a fumus bonis iuris, la misma que desde luego consiste, que el juez tenga 
la posibilidad de establecer la conexión entre los elementos graves y suficientes 
sobre la comisión del delito con el imputado. En palabras más sencillas es que al 
menos existan medios de prueba, no cualquier medio o elemento sino aquello que 
genere convicción al juez para determinar que en efecto hay concordancia con el 
tipo penal y el mismo imputado.  
 
       El segundo presupuesto hace referencia a la prognosis de la pena, es decir la 
magnitud de la pena que el delito que se está atribuyendo supero al menos los 4 
años, todo lo contrario, por más que existen los demás presupuestos no podrá 
aplicarse la prisión preventiva. Con esta limitación el Estado promueve que 
aquellos delitos inferiores a los 4 años no merecen de la medida en cuestión 
porque ello no parece ser tan gravoso para la sociedad y del mismo modo 
responde a las disipaciones de la misma ley que estos tipos delito no son 
susceptibles de pena efectiva sino de una pena suspensiva. 
 
       Finalmente, y quizá una de las más importantes es el llamado peligro 
procesal, este presupuesto de acuerdo al artículo en mención se refiere a que el 
juez debe colegir rozablemente en razón de sus antecedentes u otra 
circunstancia, a que el imputado tratara de eludir en perjuicio con los fines del 
proceso penal, ya sea, obstaculizando o en defecto fugarse del proceso. Este 
presupuesto de acuerdo a la doctrina es la que prepondera para establecer si 
procede o no la prisión preventiva.  
 





conforme al Código Procesal Penal del 2004, puesto en vigencia mediante Ley N° 
30076” señala en su acápite III que: “La presente Directiva es de aplicación 
obligatoria para todos los Fiscales que intervienen en el procedimiento de prisión 
preventiva de los Distritos Fiscales de Lima, Lima Norte, Lima Sur, Lima Este, 
Callao, Apurímac, Ayacucho, Huancavelica y Junín, en los que se ha adelantado 
su vigencia mediante Ley N° 30076”. 
 
      Es una directiva que hace referencia a la actuación de los fiscales en los 
procesos de prisión preventiva. Asimismo, hace constar las actuaciones en las 
detenciones policiales, en los requerimientos de prisión preventiva, el 
requerimiento de la medida cautelar, las apelaciones de las medidas de detención 
entre otros en cuanto a sus funciones.  
 




Constitución Política de ecuador 
  
La Constitución Política de Ecuador en su artículo 76 y el numeral 2) establece lo 
siguiente “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas”: “Se presumirá la inocencia de toda persona, y será 
tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución 
firme o sentencia ejecutoriada”. 
 
       Al igual que la legislación peruana, la legislación ecuatoriana establece como 
una garantía a favor de los imputados a que no se le atribuya directamente su 
responsabilidad hasta antes no haberse determinados en un juicio de que es 
culpable esto en base al principio de la presunción de inocencia, la misma que le 








Código de procedimiento penal  
En el artículo 167 referido a la prisión preventiva la legislación ecuatoriana 
establece lo siguiente: “Prisión preventiva. - Cuando el juez lo crea necesario para 
garantizar la comparecencia del imputado o acusado al proceso o para asegurar 
el cumplimiento de la pena, puede ordenar la prisión preventiva, siempre que 
medien los siguientes requisitos”: 
 
      1) Indicios suficientes sobre la existencia de un delito de acción pública; 2) 
Indicios claros y precisos de que el imputado es autor o cómplice del delito; y 3) 
Que se trate de un delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un 
año.  
 
      Al igual que la legislación peruana, la legislación ecuatoriana establece para la 
procedencia de la prisión preventiva algunos requisitos. En cuanto al primer 
requisito establece la legislación ecuatoriana que el juez debe prever que exista 
indicios suficientes sobre el tipo penal que esta disputa, por lo contario, nuestra 
legislación no establece el termino indicios sino elementos graves y fundados y 
suficientes y que la misma se vincule el delito con el imputado. 
 
      En cuanto al segundo requisito la legislación ecuatoriana refiere que exista 
indicio claro y preciso que el imputado es verdaderamente el culpable en sus 
diferentes manifestaciones de la autoría. Como nos podemos dar cuenta este 
presupuesto sumado con la primera es igual al primer presupuesto establecido en 
el código procesal penal peruano.  
 
      El tercer requisito señala que el delito que está en disputa supere a un año. 
Distinto a nuestra legislación es que la pena sobre el supuesto delito supere a los 
4 años, que creemos más comprensible y pertinente en aras de garantizar los 
fines del proceso penal y claro está a que responde a sistemas propios de los 
países. 
 
      Finalmente, un dato en particular es que la legislación ecuatoriana no hace 
referencia al tercer presupuesto que la legislación peruana establece que es el 





fuga. Nos extraña que este presupuesto no se establezca como un requisito 




Constitución Política de Chile  
En su artículo 3 prescribe lo siguiente: (…) “La ley no podrá presumir de derecho 
la responsabilidad penal”. Es una de las diferencias que podemos sacar con la 
que señala la legislación peruana. Es una privación interesante que realiza la 
constitución chilena. Pero hay que señalar, que no se abordad de la presunción a 
inocencia propiamente dicha.  
 
      El artículo 83 establece lo siguiente. “Un organismo autónomo, jerarquizado, 
con el nombre de Ministerio Público, dirigirá en forma exclusiva la investigación de 
los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los 
que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal 
pública en la forma prevista por la ley”.  
 
      Como bien se puede colegir, la Constitución Chilena no reconoce como 
derecho a la presunción de inocencia, sino contrariamente como una de las 
funciones en la actividad del fiscal, la misma que desde luego tampoco se 
contempla en la legislación peruana. Pero eso, de manera taxativa reconoce a la 
presunción de inocencia como derecho del imputado o quien se le esté 
investigando por un delito.  
 
Código procesal penal  
El artículo 139 del Código Procesal penal chileno establece: “Toda persona tiene 
derecho a la libertad personal y a la seguridad individual. La prisión preventiva 
procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren estimadas 
por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la 
seguridad del ofendido o de la sociedad”. 
 
      Es un acápite interesante porque nos advierte que el juez no puede aplicar 





realizado la evaluación de otras medidas cautelares alternativas. Es un párrafo 
que aclara y nos da una mayor información respecto del alcance que tiene esta 
figura jurídica. Distinto en el caso peruano no se hace esta aclaración.  
 
      Asimismo, en Art. 40 nos señala los siguientes: “Una vez formalizada la 
investigación, el tribunal, a petición del Ministerio Público o del querellante, podrá 
decretar la prisión preventiva del imputado siempre que el solicitante acreditare 
que se cumplen los siguientes requisitos”: 
 
      Que existen antecedentes que justificaren la existencia del delito que se 
investigare;  
      Que existen antecedentes que permitieren presumir fundadamente que el 
imputado ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o encubridor; 
      Que existen antecedentes calificados que permitieren al tribunal considerar 
que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de diligencias precisas y 
determinadas de la investigación, o que la libertad del imputado es peligrosa para 
la seguridad de la sociedad o del ofendido, o que existe peligro de que el 
imputado se dé a la fuga, conforme a las disposiciones de los incisos siguientes. 
       Como podemos identificar inicialmente, se señala cuando y en qué momento 
procede la prisión preventiva, pero lo más curioso es que también es aplicable a 
delitos privados, a solicitud del querellante. Este dato es muy curioso, ya que en el 
caso peruano los delitos privados al no tener una pena muy alta simplemente se 
espera los resultados para una pena efectiva si así lo dispone el juez.  
 
       Respecto al primer presupuesto cabe señalar que se distingue bastante con 
la legislación peruana toda vez que para establecer el delito solo es necesario que 
se tenga los antecedentes, lo mismo sucede son el segundo presupuesto, donde 
también se exige solo los antecedentes para determinar la autoría de la persona 
como sujeto activo. Estos dos presupuestos en mencionó no coinciden con la 
legislación peruana respecto a los dos presupuestos, si tienen un mayor 
acercamiento al tercer presupuesto que es el de peligro procesal. 
  
      Finalmente, con respecto al tercer presupuesto, podemos señalar que en 





prisión preventiva tal es caso del peligro procesal propiamente dicha como es la 
obstaculización y el peligro de fuga. Una curiosa y particular distinción es que no 
hay un límite de la pena para el requerimiento de la prisión preventiva, distinto en 
el caso peruano es requisito imprescindible para dar inicio la medida cautelar de 




Constitución Política de Colombia  
En su artículo 29 establece lo siguiente: (…)“Toda persona se presume inocente 
mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado 
tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de 
oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen 
en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces 
por el mismo hecho”. 
 
       Al igual que en el caso peruano se establece la presunción de los imputados 
como garantía hasta antes no se haya determinado su responsabilidad penal 
mediante un juicio. No señala taxativamente un derecho, pero debe de 
interpretarse como tal por qué emana de la misma constitución. Del mismo modo 
se detalla referido al derecho de defensa, a la presentación de pruebas entre 
otros.  
 
Código de procedimiento penal  
 
El artículo 308 señala lo siguiente: “El juez de control de garantías, a petición del 
Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de 
aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física 
recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir 
razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta 
delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes 
requisitos” 





imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 
Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la 
víctima. 
Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no 
cumplirá la sentencia. 
 
      Estos son los presupuestos generales que debe de aplicarse para cualquiera 
de las medidas de aseguramiento establecidas en la ley procesal, sean privativas 
o no privativas de acuerdo a la legislación colombiana. Adicionalmente para la 
aplicación de las medidas se aplican otros requisitos como es el caso de la pena 
privativa de libertad.  
 
      Tal es así, que en el caso de la prisión preventiva en el artículo 313 se 
establece lo siguiente: “Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, 
procederá la detención preventiva en establecimiento carcelario, en los siguientes 
casos:  
 
En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito 
especializados 
En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista 
por la ley sea o exceda de cuatro (4) años 
En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal 
cuando la defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos legales mensuales Vigentes 
      Como podemos darnos cuenta el Código de Procedimiento Penal de 
Colombia no lo conoce como prisión preventiva como es del caso del Perú y otros 
países que acabamos de estudiar. Distintamente la denominación que adquiere 
es la llamada detención preventiva carcelaria. 
  
      Ahora en cuanto a los requisitos para la procedencia de la medida no hay una 
semejanza con la legislación peruana, salvo con el segundo, como es la 
prognosis de la pena, aquella que hace referencia de que la pena sea superior a 





semejanza, ya que no son similares o no existe al menos una relación parecida.  
 
      Pero, no ello no es base que la misma sea totalmente distinta en cuanto a su 
regulación, sino que la legislación chilena a establecido dos criterios para la 
procedencia de las medidas de aseguramiento. Unos de ellas son los requisitos 
generales que es aplicable para todas las medidas de aseguramiento y por otra 
teneos los requisitos especializadas, que se aplica a los tipos de medidas de 
aseguramiento. 
 
     En base a la lectura de las normas en mención podemos colegir que los 
presupuestos generales son muy cercanos a lo que señala nuestro sistema penal 
peruano que se aplican en las medidas cautelares como la prisión preventiva. Y 
finalmente podemos señalar que existe diferencias bastantes grandes entre el 




Constitución política de Bolivia  
En su artículo 116.I señala lo siguiente “Se garantiza la presunción de inocencia. 
Durante el proceso, en caso de duda sobre la norma aplicable, regirá la más 
favorable al imputado o procesado”. Esta norma no señala que es un derecho 
como si lo dice la legislación peruana, pero hay que entenderla como tal ya que 
se consagra en una norma suprema.  
 
      Como podemos colegir de la mencionada norma, al igual que las demás 
legislaciones que acabamos de estudiar se garantiza la presunción de inocencia, 
si bien algunas de ellas señalan con mayor amplitud no es para descartar que lo 
demás sean poco importante, sino que dichas legislaciones tiene formas de 
regular con sus características y particularidades de cada país. 
 
      Asimismo, en su artículo 6 del Código Procedimiento Penal refiere que “Todo 
imputado será considerado inocente y tratado como tal en todo momento, 
mientras no se declare su culpabilidad en sentencia ejecutoriada”. Este artículo 





que aborde sobre la presunción de inocencia.  
Código de procedimiento penal  
El artículo 233 prescribe lo siguiente: “Realizada la imputación formal, el juez 
podrá ordenar la detención preventiva del imputado, a pedido fundamentado del 
fiscal o de la víctima, aunque no se hubiera constituido en querellante, cuando 
concurran los siguientes requisitos”: 
 
La existencia de elementos de convicción suficientes para sostener que el 
imputado es, con probabilidad, autor o partícipe de un hecho punible 
La existencia de elementos de convicción suficientes de que el imputado 
no se someterá al proceso u obstaculizará la averiguación de la verdad. 
      De este artículo podemos señalar las diferencias en cuanto al nombre de la 
medida cautelar, se le considera detención preventiva y prisión preventiva como 
es el caso peruano. Al respecto de acuerdo a la aplicación real de esta medida 
creo que es más estricto llamarlo prisión preventiva. 
 
      En cuanto al primer requisito es parecido con el caso peruano ya que se habla 
de elementos de convicción suficientes y de ella determinar la conexidad con el 
imputado. En cuanto al segundo requisito es casi igual que el tercer presupuesto 
de la legislación peruana, ya que ambas legislaciones abordan el peligro procesal 
como es el caso del peligro de fuga y la obstaculización. No existe un tercer 
presupuesto referido a la prognosis de la pena como si en el caso peruano existe.  
 
4.1.2 Resultado de la jurisprudencia 
Caso 1  
Análisis jurisprudencial  
Sentencia de casación N° 147-2016 con fecha 6 de julio de 2016 interpuesto por 
el representante del Ministerio Publico y por la defensa técnica del investigado 
Gregorio Santos Guerrero sobre prolongación de la prisión preventiva y los 
requisitos de la misma.  
 
      (…) En consecuencia, el requerimiento del fiscal con la denominación de 





vencimiento del plazo máximo de prisión preventiva y/o del plazo judicial 
establecido inferior, el imputado deberá ser excarcelado, salvo que con arreglo al 
artículo 274 CPP, solicitare el Ministerio Público la prolongación del plazo de 
prisión preventiva. 
 
      Por lo que, el cuestionamiento a la congruencia del pronunciamiento de 
segunda instancia no es tal, porque el órgano judicial contaba con la facultad de 
resolver de oficio por la naturaleza del tema, conforme al artículo 255º .3 del 
Código Procesal Penal, que señala sobre las medidas de coerción procesal, autos 
que se pronuncian sobre estas son reformables aun de oficio, que los autos 
varíen los supuestos que motivaron su imposición o rectificación.  
 
      Por lo que concluyeron como establecer como doctrina jurisprudencial el 
fundamento jurídico de la presente sentencia casatoria, referido a la inexistencia 
de la prórroga de la prisión preventiva, fundamento 2.2.4.; interpretación de la 
congruencia en el recurso de apelación, fundamento 2.3.11 y, requisitos de la 
prolongación de prisión preventiva, fundamento 2.4.2. 
 
Comentario  
Es un caso de prisión preventiva en la que los jueces determinan que en efecto el 
requerimiento de la ampliación y prorroga no se encuentra regulado en la ley 
penal, por lo que es un error por parte de los fiscales solicitar dicho requerimiento 
con dichos términos. Ya que de suceder ello es pasible que simplemente se deje 
en libertad al imputado cumplido el plazo. Distinto hubiera sido cuando se solicita 
la prolongación de la prisión preventiva. Por lo que dictaminaron doctrina 
jurisprudencial los considerandos referidos a la inexistencia de la prórroga de la 
prisión preventiva. Bajo esa óptica refiere que el pedido del requerimiento de 
prolongación de la prisión preventiva no puede aplicarse cuando la misma ya se 
dio y se declaró en primera oportunidad con lo que respecta al imputado. Del 
mismo modo, refiere que la prolongación debe necesariamente solicitarse hasta 
antes de vencido el plazo la prisión preventiva y siempre se fundamenten con 
claridad de que el imputado al que se le investigue es un caso de complejidad o 
puede sustraer las pruebas en el proceso cuando es más el sujeto se le investiga 





podemos referir que las prolongaciones innecesarias afectan la presunción de 
inocencia y más todavía cuando se solicitan con términos distintos cuando no se 




Sentencia del Tribunal Constitucional, con fecha de 20 setiembre de 2016 con 
expediente Exp N° 01807-2016-PHC/TC Puno sobre recurso de agravio 
constitucional interpuesto por don Miguel Mamani Mamani contra la resolución de 
fojas 6247. 
 
La parte demanda sostiene:  
 
      “Afirma que el fiscal no atribuyó al actor una concreta modalidad de autoría o 
forma de participación, sino que realizó una imputación genérica contra todos los 
investigados. Refiere que el fiscal no solo debió describir el hecho y la modalidad 
específica de la conducta, sino que debió precisar cada uno de los aportes y 
establecer la distinción entre autores, partícipes y cómplices primarios o 
secundarios, pues no todos los imputados hacen lo mismo ni cuentan con el 
mismo grado de responsabilidad penal “en la formalización de la investigación 
preparatoria, ni en el requerimiento fiscal de la prisión preventiva obra una 
imputación necesaria y concreta, puesto que no se precisa su participación 
efectiva en los delitos que se le imputan”. 
 
      Al tribunal refiere que: 
 
     “El juez emplazado, al resolver el requerimiento de la prisión preventiva, no ha 
precisado ni descrito la conducta y participación concreta que habría realizado, si 
fue autor material, autor intelectual, cómplice primario o instigador. Finalmente, 
aduce que la Sala superior no corrige al a quo ni delimita la autoría y complicidad 
que se atribuye al actor” 
 
      “A mayor abundamiento, resulta pertinente precisar que el dictado de la 





de vinculación del investigado respecto del delito imputado y en referencia a los 
elementos de convicción que el juzgador ordinario considere suficientes, lo que 
debe estar motivado en la resolución que impone esta medida, como acontece en 
el caso de autos” 
 
      “Este Tribunal declara que el extremo de la demanda que cuestiona las 
resoluciones de prisión preventiva debe ser desestimado al no haberse acreditado 
la afectación del derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, en 
conexidad con el derecho a la libertad personal de don Miguel Mamani Mamani.” 
Finalmente declara improcedente e infundada la demanda.  
 
Comentario  
De acuerdo a nuestro objeto de estudio podemos señalar que el hecho de que a 
una persona a que se le supone participe o autor de un delito es menester que se 
le individualice como tal y de la misma se le establezca con criterio razonable los 
hechos que se le imputa, ya que, u requerimiento de prisión preventiva que no 
fundamenta con precisión la participación o la autoría de la persona en supuesto 
de hecho que se le imputa desde luego se estaría vulnerándose la presunción de 
inocencia. Más todavía cuando el juez, es el garante para emitir sus resoluciones 
debe tomar en cuenta dichas disposiciones señaladas por el fiscal, en ella si no se 
consiga al sujeto que se le imputa de los hechos con precisión en los hechos y 
que configura como tipo penal debe valorarle adecuadamente, todo lo contrario 
supondría una indebida motivación ya que la fundamentación y justificación no 
estaría conforme a la legalidad y ello consecuentemente traería la afectación de 
los derechos de los imputados.  
 
Caso 3  
 
Sentencia de la 2 Sala Penal de apelaciones-sede central con expediente N° 
03383-2012-56-0401-Jr-Pe-03, con resolución N° 43 de fecha 03 de diciembre del 
2012 sobre prisión preventiva en el delito de extorsión interpuesto por Aizcorbe 
Delgado para que se revoque y declare infundada el requerimiento de prisión 
preventiva. 





      “Respecto a los graves y fundados elementos de convicción el A quo refiere 
que los elementos de convicción presentados por el representante del Ministerio 
Público resultan suficientes para acreditar el delito de extorsión, ya que el tipo 
penal requiere de amenaza o violencia' evidenciados por la existencia de 
elementos de convicción que acrediten que el recurrente (supuesto culpable) 
intimidó al presunto agraviado”. 
 
      “Respecto al peligro procesal y peligro de fuga, el A quo ha reconocido que la 
recurrente tiene arraigo domiciliario y familiar, pero no laboral. Al respecto, se ha 
presentado documentos que acreditan que Aizcorbe Delgado es abogada y que 
tiene el ejercicio de su profesión actualmente tiene contratos de prestación de 
servicios vigentes cómo el contrato de con la prelatura de Chiquibamba de fecha 
1 de diciembre del 2012. 
 
Fundamentos de la sala de apelaciones: 
Ciertamente, de la descripción de los hechos objeto de imputación que han 
merecido la formalización de Investigación Preparatoria y su ampliación, 
informadas en audiencia de apelación, fluye que la investigada Aizcorbe Delgado 
de profesión abogada, dadas las circunstancias de la perpetración del hecho 
encontrada recibiendo dinero del alcalde de Vítor, en su propio estudio jurídico, 
que le habría ya antes solicitado no es dable considerar dicho lugar como asiento 
laboral en el que realiza actividades ilícitas, más aun que al practicarse el registro 
inmueble-estudio jurídico - se encontró documentación referente a la Contraloría 
General de Republica con sello “confidencial” a su vez documentación de la 
misma naturaleza en relación a la Municipalidad de Vítor y de Uchumayo. Del 
mismo modo, en cuanto al despliegue externo realizada por la referida imputada 
deja notar actividades ilícitas vinculadas al delito que se le atribuye. 
 
      Además, los. Contratos de trabajo sujetos a modalidad (fojas dentro ochenta y  
cinco y  ciento ochenta y seis), celebrados entre la investigada Aizcorbe Delgado 
y la Prelatura de Chuquibamba – Camana ;es de advertir  que tales documentos 
per se, no crean convicción suficiente en el colegiado para estimar el arraigo 
alegado toda vez que, no se evidencio el lugar, forma y modo como se ha 





patrocinio administrativo o jurisdiccional, ya que no se aparejaron elementos 
pertinentes y corroborantes de cumplimiento laboral como boletas de pago y 
demás recibos por honorarios de los últimos meses, que asignen verosimilitud y 
probabilidad al contrato presentado de que efectivamente la investigada se 
desempeñó como representante legal de la Prelatura de Chuquibamba.  
 
Sentencia final  
CONFIRMAR la resolución Nro. 39-2012 de fecha catorce de noviembre del dos 
mil doce, que obra a fojas setecientos veinticuatro a setecientos treinta y tres que 
DECLARA fundado el requerimiento de prisión preventiva presentado por el 
Ministerio Público, respecto de Helen Aizcorbe Delgado, por el delito de extorsión 
en agravio de Cuadros Treviño, por nueve meses.  
 
Comentario  
Que, de acuerdo al objetivo de la investigación que es la determinar si la prisión 
preventiva vulnera el derecho a la presunción de inocencia en el delito de 
extorsión, en el presente caso. En el presente caso se discute la aplicación de 
prisión preventiva en el delito de extorción en el cual se discute en cuanto a los 
presupuestos que la misma ley penal exige. En cuanto al primer presupuesto en 
la que se refiere a los elementos graves y fundados que vinculen al imputado con 
el delito de extorción no cabe duda que ello sea evidente toda vez que como 
señala la sala existen documentos y hechos que comprenden el delito de 
extorción. Pero no es el único requisito para aplicar la prisión preventiva, sino que 
tiene que concurrir los tres presupuestos que señala la ley penal. En cuanto al 
segundo presupuesto se puede determinar que la tratarse de un delito de 
extorción se tiene una claridad de que la misma es superior a los cuatro años, por 
lo que no cabría ninguna discusión alguna. En cuanto al tercer presupuesto, hay 
sesgos particulares de los jueces  para determinar cuando estamos en un grado 
probable de peligro procesal, en el presente caso de peligro de fuga y el arraigo, 
la sala penal refiere que el hecho de que la imputada tenga un contrato laboral en 
la que no se evidencia con exactitud la forma de pago, los documentos que 
acrediten tal situación, el modo de prestación de servicio no puede tenerse en 
cuenta como arraigo laboral aun cuando se evidencia y se acredite arraigo de 





dichos hechos, así como el arraigo de domicilio y familiar era menester solo 
aplicarse una medida menos gravosa como es el de impedimentos de salida y no 
una prisión preventiva, que es, como es sabido una medida gravosa que limita el 
derecho a la libertad y la presunción de inocencia. Visto desde esa óptica 
podemos darnos cuenta que la aplicación de la prisión preventiva se sujeta no 
pues a los principios como la proporcionalidad, excepcionalidad y lesividad, así 
como el cumplimiento de los presupuestos exigidos por la ley penal.   
 
4.1.3 Análisis de fuente documental  
 
(Loza, 2013, pág. 15) sostiene que Aún existen prácticas inquisitivas, que siguen 
usando o abusando de la prisión preventiva vulnerando el principio de 
excepcionalidad, de proporcionalidad y de plazo razonable dejando en jaque su 
legitimidad y efectividad; convirtiéndose en una verdadera pena anticipada, 
creando masas de presos sin condena. Esto, sin duda, debe ser desterrado. 
 
      Si bien el autor no hace referencia en cuanto a la implicancia de la prisión 
preventiva y el derecho fundamental a la presunción de inocencia, hace hincapié 
de que la misma no se está aplicando correspondiente por los jueces toda vez 
que se sigue utilizando criterios inquisitivos vulnerándose principios como la 
Excepcionalidad, proporcionalidad y de provisionalidad, lo que convierte en un 
escenario abusivo de dicha medida cautelar no precautoria sino una verdadera 
anticipada.  
 
       Del mismo, si bien la autora en mención no hace alusión a la afectación del 
derecho a la presunción de inocencia podemos inferir que el mal uso de la prisión 
preventiva desde luego que tendrá repercusiones negativas que afectaran los 
derechos de los imputados cuando la misma no responde a criterios razonables y 
de proporcionalidad en cuanto a su necesidad y de utilidad. 
 
      Por otro lado, Serrano (2015) refiere que “La praxis cotidiana de las 
privaciones judiciales preventivas, más aun que de un número determinado de 
detenidos preventivamente, una cantidad considerable de ellos son declarados 





referidos al cumplimiento de sus derechos y del principio imperante en la 
generalidad de legislaciones del mundo, el cual también está estipulada en 
nuestra carta constitucional, cual es el derecho de presumirse de inocencia” (p. 
20). 
 
      De la cita en mención se puede colegir que la afectación de la presunción de 
inocencia con la medida cautelar de la prisión preventiva es respecto al carácter 
provisional de la mismas, este último supone que si se aplica este tipo de medidas 
cautelares es por un determinado tiempo-ello es transitorio-no una 
desnaturalización para que la persona no se quede más tiempo de lo necesario, si 
se llega a esos límites desde luego que se estaría afectando el derecho a la 
presunción de inocencia.  
 
      Por otra parte también, un punto que desde luego se puede compartir en 
absoluta es la verdadera afectación de la presunción de inocencia con dicha 
medida en mención cuando la persona queda en libertad sin ninguna 
responsabilidad. Ello se traduciría que las medidas aplicadas no han sido en 
procura de investigación o asegurar el proceso, sino contrariamente responden a 
criterios eminentemente a presiones extraprocesales o posiciones inquisitivas de 
algunos jueces.   
 
      Aguilar, (2015) refiere que la prisión preventiva, que es compartido por el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que dispone esa medida no 
deberá ser la regla general para las personas que hayan de ser juzgadas (...). En 
caso contrario, se cometería una injusticia al privar de la libertad, por un plazo 
desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito imputado, a 
personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida. Sería lo mismo 
que anticipar una pena a la sentencia, contrario de los principios generales de los 
derechos universalmente reconocidos (p. 47). 
 
      Este punto es bueno tenerlo en cuanta, toda vez que el carácter excepcional 
de la prisión preventiva se sustenta de que la misma al ser una medida  gravoso y 
se infringen una serie de derechos de la persona, dicha medida debe ser una 





fundamenten en principios que garantizan su aplicación en un determinado hecho, 
por lo que su fundamento de una medida como ultima ratio debe necesariamente 
conservarse para no estar implicados en ideas de totalitarismo. 
 
      En ese sentido, si dicha medida al no aplicarse como una medida cautelar 
excepcional pierde tal calidad cuando los jueces empiezan a abusar de la misma 
a sabiendas, claro está, que existen otros medios alternativos, pero su inclinación 
perversa de la prisión preventiva como medida cautelar se supedita a que ella se 
desnaturaliza por el simple hecho de aplicarse como una regla y que ya no 
importa que ella cumpla o no con los requerimiento o presupuestos legales.  
Jara, y otros, (2013) Si se trata de un caso que sale en la prensa exigiendo que 
manden a la cárcel a alguien, lo más probable es que el juez tome la decisión de 
mandarlo a la cárcel para no enfrentarse con la prensa. Hay un evidente temor de 
parte de los jueces. Esto se presenta aun cuando estamos ante casos en los que 
no correspondería dictar esa medida, pero el juez quiere evitar que la prensa le 
meta un “periodicazo” y lo lapide. (p.98). 
 
      En vista al señalado por el autor podemos colegir un tema que es una 
realidad, que son los agentes extralegales que influyen en las decisiones de los 
jueces para decidir la prisión preventiva, lo que contribuye a que el crecimiento 
desmesurado e irrazonable de la prisión preventiva y se realice con mayor 
frecuencia. Estos agentes extra legales son como los llamados inyecciones 
negativas que infunde y presionan medio a las personas-para ser más claros, son 
los medios de comunicación y el grito popular de la sociedad.  
 
      Estos factores independientes de sus funciones que realizan en la vida 
cotidiana, tienen una incidencia muy importante en aspectos referidos de políticas 
punitivas, tal es así que hechos o eventos delictuales son parte de ellas, tal es así 
un caso, de que se aborde de la prisión preventiva estas siempre estarán encima 
de ellas y criminalizando más aun para que su aplicación tenga mayor existo, 
incidencia que desde un punto de vista legal jurídico no debe tener influencia en 
los jueces para dictar una resolución de una determinada forma, ello es evidente y 
concluyente.  





personas de su libertad de manera preventiva se debe a esta lógica de darle una 
satisfacción a las exigencias de la ciudadanía en torno a un caso en concreto 
hurtos, violaciones, corrupción, etcétera. De igual forma, este dictado “forzado” de 
la prisión preventiva se da con la finalidad de evitar el escándalo y el “grito al 
cielo” de los medios de comunicación, quienes, ante una decisión contraria a sus 
posiciones o líneas editoriales, satanizan a determinado juez. Se trata, pues, de 
presión de los medios de comunicación y de la sociedad misma. (p. 98). 
 
      Como decía el autor anterior, la prisión preventiva muchísimas veces se ve 
supeditada a la influencia de la prensa, esto es claro, ya que es una forma de 
eximirse de las críticas y presiones populares. Esta forma de decidir para 
determinar la prisión preventiva es desde luego una de las formas en la que los 
jueces se ven invadidos dejando de lado sus funciones, lo que, en efecto y como 
consecuencia tendrá resultado en contra de las libertades y derechos de las 
personas, más precisamente en caso de los imputados, la presunción de 
inocencia, la libertad y a ser juzgado en un juicio justo.  
 
      Bajo esa óptica podemos señalar entonces que la prisión preventiva, aunque 
no es la única, como es el caso de la presión mediática y el grito popular. No 
obstante, es un tema que se da y se va seguir danto porque es una cuestion que 
no solo responde a la administración de justicia sino también al tener una 
repercusión en el ámbito de la sociedad, esta interesa no de menara directa, pero 
si de manera indirecta a la prensa y saciedad. Hay que ser claros que la 
intervención de estos agestes extralegales no es malo, lo malo es que los jueces 
se vean supeditado a estas cuestiones y deciden contraviniendo sus funciones al 
que le respecta.  
 
      Tisnés (2012) por otro lado, señala que pena privativa de la libertad y prisión 
preventiva son sustancialmente lo mismo. Se considera que es artificial y 
engañoso el argumento esgrimido por la Corte Constitucional, pues con la medida 
de aseguramiento privativa de la libertad se buscan los mismos fines que con la 
pena de prisión, siendo más gravoso el encarcelamiento preventivo, que tiene 
objetivos que van más allá de los señalados para la pena, entre ellos, el riesgo 





      En cuanto a su finalidad podemos decir que tanto la prisión preventiva y la 
prisión privativa de la libertad tienen sus parecidos en la medida que ambas tiene 
por finalidad privar de libertad al imputado de un delito en una cárcel, la diferencia 
consiste por otra parte, de que la primera es una medida precautoria y la otro 
responde a una pena efectiva con sus respectivas particularidades. Claro está, 
que la prisión preventiva es más gravosa porque no existe un juicio que haya 
determinado su responsabilidad, contrario sensu, l pena privativa siendo o 
proviniendo ya de un juicio probado.  
 
4.1.4 Interpretación y análisis de las entrevistas 
 
En esta sección se presentan lo resultado obtenidos en la investigación mediante 
la utilización de técnicas e instrumentos de recolección de datos y que responden 
a los objetivos planteados en la investigación. En los siguientes se presentan los 
resultados: 
 
Categoría 1: Presunción de inocencia 
Subcategoría 1.1: Garantía procesal 
Subcategoría 1.2: Medidas de coerción excepcional 
Subcategoría 1.3: Naturaleza del derecho 
 
Pregunta Nº 01: ¿Cree usted que en la aplicación de la prisión preventiva el 
derecho a la presunción de inocencia pierde la calidad de ser una garantía 
procesal a favor del imputado? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 02: ¿Considera usted que el derecho fundamental a la presunción de 
inocencia está siendo bien tratado por los jueces al emitir sus resoluciones en 
medidas cautelares como la prisión preventiva? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 03: ¿Usted cree que ante una situación como la prisión preventiva 
donde existen conflictos de derechos como la presunción de inocencia y el 
derecho a la justicia, la primera debe prevalecer? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 04: ¿Cree usted que el juez al emitir su auto de prisión preventiva 
cumple con la justificación interna de las motivaciones como es la coherencia 







1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 1 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 2 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 





probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 3 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 





analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 4 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
 
Categoría 2: Motivación de las resoluciones 
Subcategoría 2.1: Justificación interna 
Subcategoría 2.2: Justificación externa 
 
Pregunta Nº 05: ¿Considera usted que los jueces al momento de emitir un auto de 
prisión preventiva no transmiten de modo coherente su decisión? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 06: ¿Considera usted que el juez al emitir un auto de prisión 
preventiva no cumple con la justificación externa como la de argumentar el hecho 
sin haber inicialmente confrontado la validez fáctica y de derecho? ¿Por qué? 





de prisión preventiva emite su auto en virtud de haber corroborado la validez 
fáctica de los hechos, como son los medios probatorios? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 08: ¿Cree usted que con la aplicación de la prisión preventiva se 




1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 5 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 6 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 





comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 7 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 







 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 8 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
 
Categoría 3: Concepción de la prisión preventiva 
Subcategoría 3.1: Privación de la libertad 
Subcategoría 3.2: Prorroga 
 





excepcional de la prisión preventiva al emitir su resolución? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 10: ¿Cree usted que el Perú la justicia penal es todavía inquisitiva 
por pregonarse en porcentajes más altos la preventiva habiendo otros? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 11: ¿Cree usted que con la privación de la libertad como es el caso 
de la prisión preventiva se garantiza la efectividad de la justicia penal? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 12: ¿Cree usted que actualmente se está desnaturalizando la prisión 
preventiva, esto en la medida que se ha convertido en una regla y dejado de ser 
una excepción? ¿Por qué? 
 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  
Pregunta Nº 9 El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 
1,2,3 y 4 
Interpretación  





10 judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 




El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 





magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 




El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 








Categoría 4: Aplicación desproporcional 
Subcategoría 4.1: Inobservancia de requisitos 
Subcategoría 4.2: Aplicación por la coyuntura 
Pregunta Nº 13: ¿Cree usted que la prisión preventiva se aplica razonablemente 
teniendo en cuenta la necesidad, la idoneidad y asegurar el proceso? ¿Por qué? 
Pregunta Nº 14: ¿Cree usted que el juez aplica la prisión preventiva luego de 
haber determinado que las otras medidas cautelares no resultan suficiente para 
garantizar el proceso? 
Pregunta Nº 15: ¿Tiene usted alguna opinión adicional sobre la presente 








El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 





analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 




El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 
probatorios y sobre todo la proporcionalidad. En el caso de 
cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 
analizarse prolijamente a fin de no causar daño al investigado. 
Entrevistado 




El primer entrevistado contesto, que por lo menos en el distrito 
judicial de Lima Norte, durante el año 2,017 se han respetado 
los derechos individuales de los sujetos investigados, ya que 
cuando no existía la posibilidad de aplicar una medida 
coercitiva de carácter personal o menos gravosa, se tenía que 
imponerse una de prisión preventiva y no solo en el delito en 
comento. En igual forma el segundo entrevistado dejo entrever 
que se respeta la regla general que es el de juzgar a los 
sujetos procesales bajo la comparecencia y en ultima ratio la 
prisión preventiva, asimismo el tercer entrevistado manifestó 
que las resoluciones están debidamente motivadas ciñéndose 
a los estándares establecidos por el tribunal construccional 
respecto a la coherencia entre los hechos y los medios 





cuarto entrevistado adujo que el pedido de prisión preventiva lo 
aplica cuando nota que por los antecedentes del sujeto 
investigado este pueda eludir su presencia en el proceso. 
Asimismo el quinto entrevistado manifestó que muchos 
magistrado han hecho mal uso de esta medida cautelar 
fomentándose la arbitrariedad y por último el sexto entrevistado 
manifestó  que esta medida de privación de la libertad se 
ajustaba a ley siempre y cuando existieran fundados elementos 
de convicción por lo tanto no colisiona con la presunción de 
inocencia. 
 Análisis 
 En relación a las semejanzas encontradas en las respuestas 
brindadas por los entrevistados se deja notar que no se vulnera 
el principio de la presunción de inocencia, pues en esta etapa 
solo se priva de la libertad al investigado temporalmente y por 
ello para declararse fundada el requerimiento tiene que 



















































































De los resultados tanto de las jurisprudencias, entrevistas y la doctrina, se ha 
llegado a establecer que la libertad es uno de los derechos más precisables que 
tiene el hombre y que por lo tanto debe ser privado solo por sentencia 
condenatoria ya que muchas personas sufrían encarcelamientos largos sin estar 
sentenciados. El código adjetivo penal entro en vigencia en el Perú hace más de 
10 años con la intención de reformar el proceso penal, sin embargo, la solución no 
está en la reforma sino por el contrario en la interpretación y la aplicación que de 
ella hacen los operadores de justicia. 
 
      En este sentido la institución de la prisión preventiva debe ir acompasado a 
los tiempos actuales, no podemos negar que los magistrados justifican sus 
resoluciones en base al populismo, no niegan que el delito de extorsión es grave y 
que está en aumento por la bonanza del boom inmobiliario olvidando que la 
investigación debe ser en libertad como regla general y como excepción la prisión 
preventiva, que en muchos casos no es preventiva porque tiene que solicitarse su 
cesación por exceso.  
 
      También el resultado arroja puntos de coincidencia en cuanto al tema de la 
motivación todos concluyen que es necesario que las resoluciones que se 
emanen deben contener una motivación suficiente de modo que el operador que 
limite un derecho fundamental como es la libertad debe ceñirse estrictamente a 
ese punto, en este orden de ideas debe demostrar cual es el peligro procesal que 
se pretende neutralizar; argumentando que la medida a imponer es la menos 
restrictiva. Pero idónea para alcanzar la finalidad propuesta. 
 
      Respecto al tercer resultado, qué duda cabe que la presunción de inocencia 
que mientras no exista una condena la inocencia está latente en todo el proceso 
investigatorio ya que nuestra carta magna reconoce como derecho fundamental 
que “Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad”, lo que se establece en el artículo segundo, 
inciso 24, numeral e) de dicha norma suprema. Concluyen todos que, la 
presunción de inocencia como garantía procesal se resume en la idea básica de 
que, toda persona acusada de una infracción sancionable es inocente mientras no 





público sea administrativo o judicial, mediante el cual se castiga a una conducta 
de las personas, definida en la ley como infractora del ordenamiento jurídico. 
 
      Con respecto al último resultado la jurisprudencia y los entrevistados 
admitieron que la extorsión es un delito complejo y pluriofensivo puesto que no 
solo obliga a través de la violencia realizar u omitir una acción, sino que también 
puede ser invisibilizado ante el temor de la víctima de no denunciar al agresor y 
afecta al patrimonio económico donde el modus operandi se basa en el cobro de 
cupos (en especial en el ámbito de la construcción civil), el empleo de explosivos, 
el secuestro de vehículos y las extorsiones telefónicas. Entre estas últimas se 
recurren a las faltas detenciones de personas, la simulación de secuestro de un 
familiar o conocido por la víctima, las amenazas de muertes y secuestro y la 


























































































Se evidencia que a pesar que el código procesal penal a entrado en vigencia hace 
más de diez años, sin embargo muchos magistrados aún se resisten a investigar 
a las personas en libertad, por el populismo sin darse cuenta que el sistema 
jurídico penal en Latinoamérica ha sufrido un adelanto respecto a las garantías 
constitucionales, donde lamentablemente el Perú se había anquilosado con una 
norma que data del año 1924 la misma que se había modificado por mandato 
expreso del decreto legislativo 124 en cuanto a su procedimiento, pero al 
aplicarse el decreto legislativo 957 muchos magistrados se resisten a adecuarse a 
ella y quieren continuar encarcelando a las personas sin darse cuenta que el 




Tanto los operadores de justicia, así como la población va entendiendo que toda 
resolución que prive de la libertad ambulatoria a una persona debe ser 
debidamente motivada para evitar su nulidad, ya el Tribunal constitucional se ha 
pronunciado al respecto sobre la prisión preventiva argumentando que la prisión 
preventiva es constitucional, pero para ampararse un requerimiento de be de 




La presunción de inocencia consagrada en una norma de alto rango como es la 
constitución política muchas veces ha sido trastocada por algunos magistrados ya 
que in tener la convicción y certeza han llegado al extremo en la prima facie de su 
investigación a responsabilizar al investigado como culpable y así solicitar su 
prisión cuando aún falta mucho por investigar y en esta parte los miembros de 
nuestra policía nacional no están exentos pues con el manejo del anterior 
procedimiento ellos eran los encargados de elaborar los atestados policiales y en 
el cual concluían que el ciudadano fulano de tal es responsable; ni siquiera se 










En el delito de extorsión a empezado a cobrar vigencia a raíz que el Perú se ha 
visto potencialmente beneficiado por el boom económico, donde el sector 
inmobiliario ha crecido verticalmente y lamentablemente y a pesar de ser un delito 
pluriofensivo la ciudadanía no coopera con la policía para denunciar motivando 
que los autores de este delito caminen libremente y continúen amenazando a la 
población la policía poco o nada puede hacer pesar a contar con limitados 



























































Con la finalidad de frenar la ola de delitos y en especial el de extorsión la 
población tiene que ser  valiente y decidida para denunciar a la policía que si bien 
tiene la consigna de combatir este flagelo la carencia de herramientas de alta 
tecnología no lo hace poner a la altura de las circunstancias, por ende van a 
continuar las llamadas desde los penales donde lamentablemente hay internos 
que cuentan con teléfonos celulares en complicidad con algunos malos 
trabajadores penitenciarios y hacen las llamadas desde dentro del penal a 




Los jueces están llamados a preservar la constitución y de esta manera garantizar 
que la justicia está por encima del derecho dado que son los fiscales quienes 
solicitan la prisión preventiva en muchos casos actúan por presión mediática de la 
población y ante ello sin importarles en absoluto  la libertad del individuo muchas 
veces se extralimitan y solicitan la prisión preventiva en muchos caso de 36 
meses sin que exista un ápice  de convicción y algunos jueces timoratos que no 
saben defender sus resoluciones la conceden para no verse perjudicados por el 
que dirán los medios de comunicación y una posible investigación por su 




Que los pocos magistrados que aun expiden sus resoluciones carentes de una 
debida motivación sin lógica y cohesión se están dando cuenta que sus 
resoluciones no son amparables por el superior jerárquico puesto que deben de 
entender que una garantía constitucional al debido proceso es casualmente la 
motivación de sus fallos. 
Cuarto: 
 
La mala praxis de solicitar una medida cautelar menos gravosa por parte del 
ministerio público porque se les vence el plazo conceder y al no contar con 
suficientes elementos de convicción en muchos casos ha determinado que se 
vulnere el principio constitucional que toda persona es inocente mientras no se 





código adjetivo penal por ello los operadores de justicia deben anteponer su 
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Anexo Nº 1  
Artículo científico 
La prisión prisión  privativa y el derecho a la presunción de inocencia en 
el delito de extorsión en la corte superior de justicia de lima norte, 2017. 
Jorge Eddy Montero Espejo 




La presente investigación titulada: La prisión preventiva y el derecho a la 
presunción de inocencia en el delito de extorsión en la Corte Superior de 
Justicia de Lima Norte”, 2017, tiene como objetivo general determinar y analizar 
la razón a que en la actualidad se observa que cada vez más y con mayor 
frecuencia se está aplicando como regla general la medida de coerción 
personal (prisión preventiva) que normativamente es excepcional para asegurar 
el cumplimiento de los fines del proceso penal, sin embargo en la judicatura se 
observa que inclusive por simples delitos que no ameritan ser sancionados con 
pena efectiva se adopta esta medida.   
 
El método empleado tiene un enfoque cualitativo de tipo de teoría 
fundamentada. En este caso se aplica la técnica de recolección de datos de la 
entrevista y el análisis de los casos de prisión preventiva.  
 
En conclusión, la prisión preventiva es arbitraria por una equivocada motivación 
de los operadores judiciales en el delito de extorsión. El objeto de la 
investigación es demostrar los efectos del pedido de prisión preventiva 
vulnerándose muchas veces la presunción de inocencia que tienen los 
investigados en la Corte Superior de Justicia de Lima Norte 2017, generándose 
por supuesto la vulneración de derechos fundamentales a los procesados y 
perjuicio económico al estado. 
 








The following research paper named “The preventive detention and the right to 
the presumption of innocence in extortion crimes in the Superior Court of 
Justice on the north part of Lima, 2017”, presents as main purpose to determine 
and analyze the reason why nowadays it’s observed with a growing frequency 
the application, as a general rule, of the personal coercion measure (preventive 
detention), which normally infers an exceptional act to ensure compliance with 
the purposes of the penal process; nevertheless, in the judicature it’s perceived 
that even in simple crimes which are not worth confinement, such measure is 
imposed.  
 
The applied method presents a quality approach within a grounded-theory type. 
In this case, the data collection technique of the interviews and the precedents 
analysis regarding preventive detention are applied. 
 
To sum up, preventive detention is an arbitrary choice due a mistaken 
motivation of the justice system operators in the extortion crime. The aim of the 
present research is to demonstrate the effects of the preventive detention 
request that harms the presumption of innocence owned by the proceeded 
felonies in the Superior Court of Justice on the north part of Lima, 2017, which 
produces, indeed, violations of the fundamental rights of said proceeded 
felonies and economic prejudice to the Peruvian government.  
 
Key words: Preventive detention, presumption of innocence, crime, extortion. 
 
Introduccion 
La presente investigacion pretende precisar que si se aplica la prisión 
preventiva ¿se vulnera el derecho a la presunción de inocencia del 
investigado?. Primero se tiene que la prisión preventiva implica la privación de 
la libertad de un sujeto de Derechos en virtud de una resolución judicial al igual 
que la pena privativa de libertad, sin embargo, la prisión preventiva es una 
excepción – en teoría – que por por motivo fundado se pueda interponer a fin 
de salvaguardar el normal desarrollo del proceso y en sentido estricto en pro de 






Asimismo Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es 
considerada inocente, así este purgando una  prisión preventiva   debe ser 
tratado como tal, mientras no se demuestre y se haya declarado su 
responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada. Para estos 
efectos, se requiere de una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y 
actuada con las debidas garantías procesales (Peña, 2011, p. 58). 
 
Por otro lado, “La presunción de inocencia es calificada también como un 
estado jurídico que solo puede ser invalidado mediante condena firme y que 
dentro del proceso pone límites a la actividad coercitiva, consecuentemente, 
existe una relación necesaria entre la medida de coerción acordada por el juez 
y el derecho a presunción de inocencia” (Bazalar y Flores, 2008, p. 6). 
 
Ahora bien, entendiendo que la presunción de inocencia, para ser 
efectivamente destruida, conforme señala Cordón, “precisa de una actividad 
probatoria legítima, que se logre el convencimiento del juzgador respecto de la 
participación del acusado en el hecho que se le atribuye, se torna 
indispensable establecer cuáles son los parámetros que determinan la validez 
de dicha actividad” (2011, p. 157). 
 
Revisión de la literatura 
 
Quispe 2001 señala que La Declaración Francesa de 1789 reguló la presunción 
de inocencia en su artículo 9, disponiendo que “se presume que todo hombre 
es inocente hasta que haya sido declarado culpable”. En la Carta Magna 
inglesa la presunción de inocencia estaba comprendida en una promesa por el 
cual ningún hombre sería detenido o puesto en prisión o fuera de la ley excepto 
por “el juicio legal de sus pares o conforme a la ley de la tierra”. 
  
(Ovejero, 2004,  tambien señala que para los americanos, desde las primeras 
Bill of rights, hasta la Constitución, es un derecho de carácter exclusivamente 
procesal, que forma parte, como derecho derivado, de un derecho más amplio 





procedimental que debe seguir todo juicio como medio para controlar la 
sumisión a la constitución, del juez o de los pares (juicio con jurado), en cuanto 
que dicho proceso es la plasmación constitucional de la idea básica de Justicia 
americana, y en tanto en cuanto dicho procedimiento es ancestral y deviene de 
los usos y rituales antiguos a través de los cuales se hacía efectiva la justicia. 
Por ultimo Quispe, 2001,nos precisa que la aplicación de la presunción de 
inocencia a lo largo de las últimas décadas también ha sido objeto de 
confusiones que han sido corregidas con el desarrollo jurisprudencial y 
doctrinario. Así, en algunos países la aplicación de la presunción de inocencia, 
antes de su constitucionalización, se realizaba por los tribunales bajo la 
invocación del indubio pro reo.  
Objetivo 
Determinar si la aplicación de la prisión preventiva garantiza el derecho a la 
presunción de inocencia en el delito de extorsión en el  - Distrito Judicial de 
Lima Norte, 2017 
Metodología 
Se aplica el paradigma Interpretativo, pues se trata de estudiar, describir e 
interpretar el fenómeno de la investigación de forma detallada respecto al 
comportamiento y características que ella tuviera.  
 
En el caso de nuestro estudio sucede lo mismo, se trata de analizar y sintetizar 
las categorías de estudio mediante diseños descriptivos e interpretativos. 
 
Los sujetos de la investigación, se encuentran conformados por 1 magistrado y 
1 abogado litigante del distrito judicial de lima norte y para acreditar las 
posturas se cuenta con el apoyo 2 fiscales del distrito judicial de lima norte, 
mediante los presentes operadores judiciales nos brindaran información idónea 
y real de la problemática planteada. 
Resultados 
Se inicia la investigación con el desarrollo de los resultados del objetivo general 
La prisión preventiva y el derecho a la presunción de inocencia en el delito de 
extorsion en la corte superior de justicia de lima norte, 2017. 
 





excepcional pierde tal calidad cuando los jueces empiezan a abusar de la 
misma a sabiendas, claro está, que existen otros medios alternativos, pero su 
inclinación perverso de la prisión preventiva como medida cautelar se supedita 
a que ella se desnaturaliza por el simple hecho de aplicarse como una regla y 
que ya no importa que ella cumpla o no con los requerimiento o presupuestos 
legales.  
 
Jara, y otros, (2013) Si se trata de un caso que sale en la prensa exigiendo que 
manden a la cárcel a alguien, lo más probable es que el juez tome la decisión 
de mandarlo a la cárcel para no enfrentarse con la prensa. Hay un evidente 
temor de parte de los jueces. Esto se presenta aun cuando estamos ante casos 
en los que no correspondería dictar esa medida, pero el juez quiere evitar que 
la prensa le meta un “periodicazo” y lo lapide. (p.98) 
En vista al señalado por el autor podemos colegir un tema que es una realidad, 
que son los agentes extralegales que influyen en las decisiones de los jueces 
para decidir la prisión preventiva, lo que contribuye a que el crecimiento 
desmesurado e irrazonable de la prisión preventiva y se realice con mayor 
frecuencia. Estos agentes extra legales son como los llamados inyecciones 
negativas que infunde y presionan medio a las personas-para ser más claros, 
son los medios de comunicación y el grito popular de la sociedad.  
 
Estos factores independientes de sus funciones que realizan en la vida 
cotidiana, tienen una incidencia muy importante en aspectos referidos de 
políticas punitivas, tal es así que hechos o eventos delictuales son parte de 
ellas, tal es así un caso, de que se aborde de la prisión preventiva estas 
siempre estarán encima de ellas y criminalizando más aun para que su 
aplicación tenga mayor existo, incidencia que desde un punto de vista legal 
jurídico no debe tener influencia en los jueces para dictar una resolución de una 
determinada forma, ello es evidente y concluyente.  
 
Una de las principales razones por las que los jueces deciden privar a las 
personas de su libertad de manera preventiva se debe a esta lógica de darle 
una satisfacción a las exigencias de la ciudadanía en torno a un caso en 





“forzado” de la prisión preventiva se da con la finalidad de evitar el escándalo y 
el “grito al cielo” de los medios de comunicación, quienes ante una decisión 
contraria a sus posiciones o líneas editoriales, satanizan a determinado juez. 
Se trata, pues, de presión de los medios de comunicación y de la sociedad 
misma. (p. 98). 
 
Como decía el autor anterior, la prisión preventiva muchísimas veces se ve 
supeditada a la influencia de la prensa, esto es claro, ya que es una forma de 
eximirse de las críticas y presiones populares. Estas formas de decidir para 
determinar la prisión preventiva es desde luego una de las formas en la que los 
jueces se ven invadidos dejando de lado sus funciones; lo que, en efecto y 
como consecuencia tendrá resultado en contra de las libertades y derechos de 
las personas, más precisamente en caso de los imputados, la presunción de 
inocencia, la libertad y a ser juzgado en un juicio justo.  
 
Bajo esa óptica podemos señalar entonces que la prisión preventiva, aunque 
no es la única, como es el caso de la presión mediática y el grito popular. No 
obstante, es un tema que se da y se va seguir danto porque es una cuestión 
que no solo responde a la administración de justicia sino también al tener una 
repercusión en el ámbito de la sociedad, esta interesa no de menara directa 
pero si de manera indirecta a la prensa y saciedad. Hay que ser claros que la 
intervención de estos agestes extralegales no es malo, lo malo es que los 
jueces se vean supeditado a estas cuestiones y deciden contraviniendo sus 
funciones al que le respecta.  
 
Tisnés (2012) por otro lado, señala  que pena privativa de la libertad y prisión 
preventiva son sustancialmente lo mismo. Se considera que es artificial y 
engañoso el argumento esgrimido por la Corte Constitucional, pues con la 
medida de aseguramiento privativa de la libertad se buscan los mismos fines 
que con la pena de prisión, siendo más gravoso el encarcelamiento preventivo, 
que tiene objetivos que van más allá de los señalados para la pena, entre ellos, 
el riesgo para el proceso (p. 60). 
 





prisión privativa de la libertad tienen sus parecidos en la medida que ambas 
tiene por finalidad privar de libertad al imputado de un delito en una cárcel, la 
diferencia consiste por otra parte, de que la primera es una medida precautorio 
y la otro responde a una pena efectiva con sus respectivas particularidades. 
Claro está, que la prisión preventiva es más gravosa porque no existe un juicio 
que haya determinado su responsabilidad, contrario sensu, l pena privativa 
siendo o proviniendo ya de un juicio probado.  
Discusión. 
En la presente investigación se abordara la discusión, mediante el contraste de 
los antecedentes, marco teórico, los aportes de los expertos, los resultados 
analizados que permitan determinar los objetivos planteados. 
 
se ha llegado a establecer que la libertad es uno de los derechos más 
precisables que tiene el hombre y que por lo tanto debe ser privado solo por 
sentencia condenatoria ya que muchas personas sufrían encarcelamientos 
largos sin estar sentenciados. El código adjetivo penal entro en vigencia en el 
Perú hace más de 10 años con la intención de reformar el proceso penal, sin 
embargo la solución no está en la reforma sino por el contrario en la 
interpretación y la aplicación que de ella hacen los operadores de justicia. 
 
En este sentido la institución de la prisión preventiva debe ir acompasado a los 
tiempos actuales, no podemos negar que los magistrados justifican sus 
resoluciones en base al populismo, no niegan que el delito de extorsión es 
grave y que está en aumento por la bonanza del boom inmobiliario olvidando 
que la investigación debe ser en libertad como regla general y como excepción 
la prisión preventiva, que en muchos casos no es preventiva porque tiene que 
solicitarse su cesación por exceso.  
 
También el resultado arroja puntos de coincidencia en cuanto al tema de la 
motivación todos concluyen que es necesario que las resoluciones que se 
emanen deben contener una motivación suficiente de modo que el operador 
que limite un derecho fundamental como es la libertad debe ceñirse 
estrictamente a ese punto, en este orden de ideas debe demostrar cual es el 





imponer es la menos restrictiva. Pero idónea para alcanzar la finalidad 
propuesta. 
Conclusiones 
Se concluye evidenciándose que a pesar que el código procesal penal a 
entrado en vigencia hace más de diez años, sin embargo muchos magistrados 
aún se resisten a investigar a las personas en libertad, por el populismo sin 
darse cuenta que el sistema jurídico penal en Latinoamérica ha sufrido un 
adelanto respecto a las garantías constitucionales, donde lamentablemente el 
Perú se había anquilosado con una norma que data del año 1924 la misma que 
se había modificado por mandato expreso del decreto legislativo 124 en cuanto 
a su procedimiento, pero al aplicarse el decreto legislativo 957 muchos 
magistrados se resisten a adecuarse a ella y quieren continuar encarcelando a 
las personas sin darse cuenta que el sistema carcelario en el Perú ha 
colapsado. 
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PROBLEMA ESPECIFICO 02 
¿La concepción de la prisión 
preventiva como pena anticipada 
garantiza el derecho a la presunción 
de inocencia en el delito de extorsión 
en el Distrito Judicial de Lima Norte, 
2017 
OBJETIVOS ESPECIFICOS 02 
Analizar si la concepción de la prisión 
preventiva como pena anticipada 
garantiza el derecho a la presunción de 
inocencia en el delito de extorsión en el 




 Privación de la 
libertad 
 Prorrogable 
PROBLEM A ESPECIFICO 03 
¿La aplicación desproporcional de la 
prisión preventiva garantiza el derecho 
a la presunción de inocencia en el 
delito de extorsión en el Distrito 
Judicial de Lima Norte, 2017 
OBJETIVOS ESPECIFICOS 03 
Determinar si la aplicación 
desproporcional de la prisión preventiva 
garantiza el derecho a la presunción de 
inocencia en el delito de extorsión en el- 
Distrito Judicial de Lima Norte, 2017. 
Aplicación 
desproporcional 
 Inobservancia de 
requisitos 







Anexo Nº 3 
 





1.¿Cree usted que en la aplicación de la prisión 
preventiva el derecho a la presunción de inocencia 
pierde la calidad de ser una garantía procesal a 
favor del imputado? ¿Por qué? 














NO SE PIERDE CUANDO SE HA 






RESPETO A ESTA 
PREGUNTA. 
NO SE PIERDE 





CREO QUE NO POR CUANDO SOLO 
TIENE EL CARACTER DE TEMPORAL 
NINGUNA  







SI, PORQUE SE ROMPE EL PRINCIPIO 
DE INOCENCIA 
NINGUNA 




2 ¿Considera usted que el derecho fundamental a 
la presunción de inocencia está siendo bien 
tratado por los jueces al emitir sus resoluciones en 
medidas cautelares  como la prisión preventiva? 
¿Por qué? 

















RESPETO A ESTA 
PREGUNTA. 
EN LIMA NORTE SI 
SE RESPETA 
2 
POR PARTE DEL MINISTERIO PUBLICO 
SI 
NINGUNA 







NO, PORQUE SE ROMPE LA REGLA 
GENERAL 
NINGUNA 




3 ¿Usted cree que ante una situación como la 
prisión preventiva donde existen conflictos de 
derechos como la presunción de inocencia y el 
derecho a la justicia,  la primera debe prevalecer? 
¿Por qué?  



































SI, SIEMPRE DEBE SER LA REGLA LA 
LIBERTAD 
COINCIDEN 




4 ¿Cree usted que el juez al emitir su auto de 
prisión preventiva cumple con la justificación 
interna de las motivaciones como es la coherencia 
narrativa y argumentación valida de sus premisas? 
¿Por qué? 













1 SI, TIENE QUE  JUSTIFICARSE NINGUNA 
MARCADA 
DIFERENCIA SOBRE 
TODO CON EL ULTIMO 
ENTREVISTADO 
LA MAYORIA DE LAS 
REPUESTAS SON 
COHERENTES EN 
TAL SENTIDO HAY 
CONCORDANCIA 
ENTRE EL PODER 
JUDICIAL Y EL 
MINISTERIO 
PUBLICO 
2 SI, TIENE QUE  JUSTIFICARSE NINGUNA 






4 EN MUCHOS CSOS NO SE JUSTIFICA NINGUNA 




5 ¿Considera usted que los jueces al momento de 
emitir un auto de prisión preventiva no transmiten 
de modo coherente su decisión? ¿Por qué? 














UN JUEZ TIENE UNA DECISION 
COHERENTE BASADO EN LA NORMA 
QUE JUSTIFICA SU MOTIVACION 
NINGUNA 
SOLO CON EL ULTIMO 
ENTREVISTADO 
LA MAYORIA DE LAS 
REPUESTAS SON 
COHERENTES EN 
TAL SENTIDO HAY 
CONCORDANCIA 
ENTRE EL PODER 




PARA EMITIR UN FALLO NO PUEDE 
APARATRSE DE UNA CORRECTA 
JUSTIFICACION ATANTO INTERNA 
COMO EXTERNA 
NINGUNA 







EN MUCHOS CAOS NO SE DAN POR 
ELLO QUE SE REVISA ANTE EL 
SUPERIOR JERARQUICO 
NINGUNA 




6 ¿Considera usted que el juez al emitir un auto de 
prisión preventiva no cumple con la justificación 
externa como la de argumentar el hecho sin haber 
inicialmente confrontado la validez fáctica y de 
derecho? ¿Por qué? 














SI, DEFINITIVAMENTE NO PUEDE 
APARTARSE DE LO FACTICO 
NINGUNA 
MARCADA 
DIFERENCIA CON EL 
ULTIMO 
ENTREVISTADO 
LA MAYORIA DE LAS 
REPUESTAS SON 
COHERENTES EN 
TAL SENTIDO HAY 
CONCORDANCIA 
ENTRE EL PODER 

















NO, SE APARTA AL PRETENDER 
PROBAR HECHOS FALSOS 
NINGUNA 




7 ¿Cree usted que el juez de la investigación 
preparatoria en casos de prisión preventiva emite 
su auto en virtud  de haber corroborado la validez 
fáctica de los hechos, como son los medios 
probatorios? ¿Por qué? 














SI, PORQUE SI HAY ELEMENTOS DE 
CONVICCION POR SUPUESTO 
NINGUNA 
NO HAY PUNTOS DE 
VISTA QUE TENGAN 
SIMILITUD 
LA GRAN MAYORIA 






DEFINITIVAMENTE TIENE QUE HABER 
ELEMENTOS DE CONVICCION 
NINGUNA 
3 
SI, POR QUE DEBEN HABER 









NO, PORQUE EN MUCHOS CASOS NO 
HAY MEDIOS PROBATORIOS. 
NINGUNA 




8 ¿Cree usted que con la aplicación de la prisión 
preventiva se  tutela el carácter excepcional de 
este tipo de medidas cautelares gravosos? ¿Por 
qué? 

















COINCIDEN EN ESE 
ASPECTO 
2 













SI, PERO CUANDO HAYA RAZONES DE 
PESO 
ALGUNAS 




9 ¿Considera usted que el juez tienen en cuenta el 
carácter excepcional de la prisión preventiva al 
emitir su resolución? ¿Por qué? 














SI, PORQUE PARA APLICARLA SE TIENE 
QUE VER CUAL ES LA MENOS 
GRAVOSA Y ANTE LA FALTA RECIEN SE 
APLICA ESTA- 
NINGUNA 
NO HAY PUNTOS QUE 
COINCIDAN SOBRE 





CON ESTE HECHO 




SI, PORQUE CUANDO HAY MOTIVOS 
SUFICIENTES PODRA DICTARLA 
NINGUNA 
3 









SE SABE QUE SI PERO EN MUCHOS 
CASOS NO SE JUSTIFICA 
NINGUNA 




10 ¿Cree usted que el Perú la justicia penal es 
todavía inquisitivo por pregonarse en porcentajes 
más altos la prisión preventiva habiendo otros? 
¿Por qué?  














EN LA ACTUALIDAD YA NO HAY 
AUNQUE HAY QUE RECONOCER QUE 
TODAVIA HAY MAGISTRADOS QUE NO 
SE ADECUAN AL NUEVO SISTEMA 
NINGUNA 
ABISMAL ENTRE EL 
ULTIMO 
ENTREVISTADO 
PORQUE LO PRIMERO 
QUE HACEN ES 
ENCARCELAR AL 
INDIVIDUO 
QUE AUN EN EL 
PERU A PEAR DE 




QUE TIENEN EL 
MODELO 
INQUISITIVO 
2 SI, PERO YAS SON POCOS NINGUNA 
3 
ESTAN ADECUANDOSE AL NUEVO 








LAMENTABLEMENTE EN  EL CONO 
NORTE AUN HAY MAGISTRADOS CON 
ESA IDEA. 
NINGUNA 





11 ¿Cree usted que con la privación de la libertad 
como es el caso de la prisión preventiva se 
garantiza la efectividad de la justicia penal? ¿Por 
qué? 














SI, PORQUE SE EVITA QUE EL 
INVESTIGADO FUGUE Y EVADA A LA 
JUSTICIA Y POR ENDE CON EL 
PROPOSITO DEL PROCESO 
NINGUNA 










FUGAS AL FINAL NO 
SE GARANTIZA LA 
EFECTIVIDAD DE LA 
JUSTICIA. 
2 
SI, SI, PORQUE DE ESTA MANERA SE 




SI, DE ESTA MANERA SE GARANTTIZA 









NO, PORQUE HABIENDO OTRAS 
MEDIDAS MENOS GRAVOSAS TAMBIEN 
SE PUEDE GARANTIZAR EL OBJJETO 
DEL PROCESO. 
NINGUNA 





12 ¿Cree usted que actualmente se está 
desnaturalizando la prisión preventiva, esto en la 
medida que se ha convertido en una regla y dejado 
de ser una excepción? ¿Por qué? 














NO, PORQUE CUANDO SE DICTA SE 
HACE EN BASE DE LOSE ELEMENTOS 
DE CONVICCION 
NINGUNA 
PORQUE EN MUCHOS 
CASOS NO SE AJUSTA 
A LEY Y LOS JUECES 
A VECES ADMITEN UN 
PEDIDO POR PRESION 
DE LA COLECTIVIDAD 
EL MAGISTRADO 
QUE DICTE UNA 
MEDIDA DE ESTA 
NATURALEZA TIENE 
QUE SER OBJETIVO 
E IMPARCIAL NO 
DEBE DEJARSE 
LLEVAR POR EL 
QUE DIRAN SINO 
POR LA JUSTICIA 
2 
NO, PORQUE CUANDO SESOLICITA HAY 
MOTIVOS RAZONABLES 
NINGUNA 







SI, PORQUE SE HA VIOLENTADO LA 
PRESUNCION DE INOCENCIA 
NINGUNA 





 13. ¿Cree usted que la prisión preventiva se aplica 
razonablemente teniendo en cuenta la necesidad, 
la idoneidad y asegurar el proceso? ¿Por qué? 














SI, PORQUE HAY QUE JUSTIFICARLA 
RAZONABLEMENTE Y BAJO LOS 
PRINCIPIOS PENALES 
NINGUNA 
SI BIEN ES CIERETO 
NO HAY MUCHA 
DIFERENCIA ENTRE 
LOS RES PRIMEROS 
ENTREVISTADOS SIN 
EMBARGO EL ULTIMO 
NO COINCIDE 
SE HA LLEGADO A 
LA CONCLUSION 
POR LA MAYORIA 
DE LOS 
ENTREVISTADOS 
QUE SI SE APLICA 
RAZONABLEMENTE 
ESTA SOLICITUD ES 
NECESARIA. 
2 
SI, PORQUE EL JUEZ AL MOTIVARLA 
TIENE QUE INDICAR SI SE JUSTIFICA O 
NO DICHA SOLICITUD 
NINGUNA 
3 
SI, PORQUE LA PROPIA NORMA LO 
ESTABLECE EL DEBIDO PROCESO SE 









NO, PORQUEEN MUCHOS CASOS SE 
HA TENIDO QUE APELAR PARA 
REFORMAR UNA DECISION PORQUE 
CASUALMENTE NO HABIA NECESIDAD 
NINGUNA 





14  ¿Cree usted que el juez aplica la prisión 
preventiva luego de haber  determinado que las 
otras medidas cautelares no resultan suficiente 
para garantizar el proceso? 














SI, PORQUE SIEMPRE HAY QUE 




ENTRE EL ULTIMOS 
DE LOS 
ENTREVISTADOS QUE 
MANIFIESTA QUE EN 




SE DEBE DICTAR EN 




SI, PORQUE CUANDO NO HAY OTRA DE 
MENOR GRAVEDAD ENTONCES 
TENEMOS QUE SOICITAR ESTA MEDIDA 
NINGUNA 
3 
SI, PORQUE SI SE JUSTIFICA EN BASE 









EN LOS CASOS QUE REALMENTE SE 
AMERITA SI EN OTROS HAY QUE 
TRATAR DE JUZGAR EN LIBERTAD AL 
INDIVIDUO 
NINGUNA 





15.¿Tiene usted alguna opinión adicional sobre la 
presente investigación? Si fuera afirmativa ¿Cuál? 














SI, CON APEGO A LA CONSTITUCION 




QUE., MIENTRAS NO  











SI, HAY QUE SOLICITARLA 
GUARDANDO SIEMPRE EL 









SI, CON ESTE CODIGO GARNTISTA 
PODEMOS EVITAR SEGUIR LLENANDO 
LAS CARCELES. 
TODOS 
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